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I. INTRODUCCIÓN  
Con la adaptación de la Directiva 2004/38/CE en los ordenamientos jurídicos de 
los Estados miembros, se pretendía potenciar la movilidad intracomunitaria y 
transformar el mercado único en un espacio de libertad de circulación, residencia y 
trabajo por cuenta propia y ajena para los nacionales de los Estados miembros. 
El contexto de la crisis económica, unido al incremento de la movilidad ha 
motivado las tendencias restrictivas del derecho de libre circulación y residencia de los 
ciudadanos de la UE en el territorio de los Estados miembros. Actualmente, el derecho a 
la libre circulación de los ciudadanos en la Unión Europea, uno de los pilares de la 
constitución europea, se encuentra en entredicho en varios Estados miembros. Ciertos 
Estados miembros de la Unión Europea, abogan por defender su capacidad para regular 
la entrada y condiciones de residencia de nacionales de terceros Estados, especialmente 
de los familiares de sus propios nacionales y por controlar qué personas 
económicamente inactivas pueden beneficiarse de prestaciones sociales. Justamente, 
sobre esta cuestión versa la reciente Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea “Dano v. Jobcenter” sobre la que se hace especial hincapié.  
Como veremos a lo largo del presente trabajo, tanto la Comisión Europea como 
el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), defiende, por su parte, el principio 
de libre circulación frente a interpretaciones restrictivas o susceptibles de privar al 
derecho comunitario de su efecto útil y el principio de igualdad de trato frente a las 
discriminaciones basadas en la nacionalidad.  
II. EL DERECHO A LA LIBRE CIRCULACIÓN DE LOS CIUDADANOS EN 
LA UNIÓN EUROPEA  
1. Reconocimiento de la libre circulación de los ciudadanos de la Unión 
Desde sus orígenes, el derecho de libre circulación y residencia ha sido la clave de 
bóveda del proceso de integración europea, primero en la consecución del mercado 
interior y, desde su inclusión en el estatuto de ciudadanía europea, para el 
reconocimiento de un status jurídico común a todos los nacionales de los Estados 
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miembros1. Originariamente se concibieron las libertades comunitarias sólo para los que 
ejercieran una actividad profesional, asalariada o no, en el territorio de los Estados 
miembros. Esta postura se fue flexibilizando, ampliando la libertad de circulación a 
ciudadanos que no ejercían actividades profesionales en el territorio de otro Estado 
miembro (estudiantes, jubilados, residentes y ciertos familiares) 2 . El Tratado de la 
Comunidad Económica Europea de 1957 (en lo sucesivo, “CEE”) contenía preceptos 
dirigidos a garantizar a los trabajadores la libre circulación dentro de esta Comunidad. 
Esta libertad de desplazamiento y libertad de residencia en el territorio de la CEE estaba 
dirigida a la consecución de la igualdad de trato con los nacionales del Estado de 
acogida en el acceso al empleo, la contratación y las condiciones de trabajo.  
El desarrollo del proceso de integración europea, junto con la adopción de diversos 
actos jurídicos de Derecho derivado y la labor del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (TJUE), ha favorecido una ampliación progresiva del ámbito personal de 
titularidad del derecho. En efecto, el objetivo del “mercado único” permitió consolidar 
la idea de que la libre circulación de personas debería amparar incluso aquellos 
ciudadanos europeos que no desempeñaran ninguna actividad económica. La libertad de 
circulación dentro de la entonces Comunidad Europea (hoy, UE), con independencia o 
no de una actividad económica, se fue haciendo realidad con la firma de dos 
importantes instrumentos: el Acta Única Europea (AUE) y el Acuerdo Schengen. 
En primer lugar, el Acta Única Europea 3 pretendió alcanzar el objetivo de 
consolidación de un mercado interior que implicaría un espacio sin fronteras interiores, 
en el que la libre circulación de mercancías, personas, servicios y capitales estaría 
garantizada. En segundo lugar, el Acuerdo Schengen4 y su Convenio de aplicación de 
                                                          
1Véase MARTÍN MARTÍNEZ, M.M., “Límites a la libre circulación de personas en la UE por razones de 
orden público, seguridad o salud pública en tiempos de crisis: una revaluación a la luz de la 
jurisprudencia del TJUE”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, vol. 49 (2014), 767-804, p. 768. 
2 Véase la Directiva 90/364, de 28 de junio de 1990, relativa al derecho de residencia (DOCE L núm. 180, 
de 13.06.1990). 
3 El AUE fue firmada en Luxemburgo el 17 de febrero de 1986, por los 12 Estados miembros que en ese 
momento formaban la CE. Entró en vigor el 1 de julio de 1987.  
4 Acuerdo de Schengen,  firmado en 1985 en Luxemburgo, entró en vigor en 1995. En virtud de este 
Acuerdo varios países de Europa han suprimido los controles en las fronteras interiores estableciendo así 
un espacio común denominado “espacio de Schengen” por el que puede circular libremente todo 
ciudadano europeo que haya entrado regularmente por una frontera exterior o resida en uno de los países 
que aplican el Convenio. 
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supresión de las fronteras interiores, por el que se crea el “espacio Schengen”, 
concebido como un espacio sin fronteras interiores en el que está garantizada la libre 
circulación de personas. Posteriormente, diversos actos de Derecho Derivado, entre los 
que destaca el Reglamento (CEE) nº 1612/68 del Consejo, de 15 de octubre de 1968, 
relativo a la libre circulación de los trabajadores dentro de la Comunidad, reforzaron la 
libertad de circulación de ciudadanos en el territorio de los Estados miembros, 
ampliando progresivamente la titularidad de la libertad de circulación en el contexto del 
mercado único5. 
Pero, sobre todo, fue la adopción de tres Directivas emblemáticas6, relativas a la 
libre circulación de estudiantes, jubilados y la residencia de los nacionales de los 
Estados miembros en otros Estados miembros, las que propiciaron el cambio hacia una 
auténtica libertad de circulación en el territorio de los Estados miembros Con la entrada 
en vigor del Tratado de la Unión Europea, firmado en Maastricht el 7 de febrero de 
1992, el derecho a la libre circulación se reconoce a todos los ciudadanos de la UE, con 
independencia o no del ejercicio de una actividad económica, al integrar uno de los 
derechos del estatuto de ciudadanía de la Unión7.En consecuencia, todos los ciudadanos 
de la UE tienen derecho a la libre circulación, lo que les permite no sólo trabajar, sino 
viajar o estudiar libremente en otros países de la Unión, estimulando de esta manera la 
                                                          
5 La Directiva 68/360/CEE del Consejo, de 15 de octubre de 1968, sobre suspensión de restricciones al 
desplazamiento y a la estancia de los trabajadores de los Estados miembros y de sus familias dentro de la 
Comunidad; el Reglamento (CEE) nº 1251/70 de la Comisión, de 29 de junio de 1970, relativo al derecho 
de los trabajadores a permanecer en el territorio de un Estado miembro después de haber ejercido en él un 
empleo; la Directiva 73/148/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1973, relativa a la supresión de las 
restricciones al desplazamiento y a la estancia, dentro de la Comunidad, de los nacionales de los Estados 
miembros en materia de establecimiento y de prestación de servicios; y la Directiva 75/34/CEE del 
Consejo, de 17 de diciembre de 1974, relativa al derecho de los nacionales de un Estado miembro a 
permanecer en el territorio de otro Estado miembro después de haber ejercido una actividad por cuenta 
propia; la Directiva 93/96/CEE del Consejo, de 29 de octubre de 1993, relativa al derecho de residencia 
de los estudiantes; la Directiva 90/365/CEE del Consejo, de 28 de junio de 1990, relativa al derecho de 
residencia de los trabajadores por cuenta propia que hayan dejado de ejercer su actividad profesional; y la 
Directiva 90/364/CEE del Consejo, de 28 de junio de 1990 
6 Directiva 90/364, de 28 de junio de 1990, relativa al derecho de residencia: Directiva 90/365 de 28 de 
junio de 1990 relativa al derecho de residencia de los trabajadores por cuenta ajena o por cuenta propia 
que hayan dejado de ejercer su actividad profesional; y Directiva 93/96, de 29 de octubre de 1993, 
relativa al derecho de residencia de los estudiantes. 
7De conformidad con el artículo 9 del TUE y el artículo 20 del TFUE, será ciudadano de la Unión toda 
persona que tenga la nacionalidad de un Estado miembro, la cual se deriva de la aplicación de las 
disposiciones nacionales de dicho Estado. La ciudadanía de la Unión complementa la ciudadanía nacional 
sin sustituirla, y está constituida por un conjunto de derechos y deberes que vienen a sumarse a los 
derechos y deberes vinculados a la ciudadanía de un Estado miembro. 
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movilidad entre Estados miembros. La Comisión Europea ha señalado recientemente 
que la libre circulación se trata “del derecho más estrechamente ligado a la ciudadanía 
de la Unión”8. En efecto, la ciudadanía confiere a todo ciudadano de la Unión un 
derecho a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros. Este 
derecho, debe ser la condición fundamental de los nacionales de los Estados miembros 
que ejercen su derecho de libre circulación y residencia, pero siempre con sujeción a las 
limitaciones y condiciones previstas en el Tratado y en las disposiciones adoptadas para 
su aplicación. Tanto el Derecho originario como el derivado reiteran las restricciones 
clásicas por razones de orden público, seguridad y salud pública aplicables a la libre 
circulación de personas, a la de trabajadores, y a la libre prestación de servicios. En la 
misma línea, el artículo 45 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (CDFUE o Carta UE), que como es notorio, goza del mismo valor jurídico que 
los Tratados, reconoce el derecho de libre circulación y residencia a todos los 
ciudadanos de la Unión, que se ejercerá con las condiciones y límites vigentes en el 
Derecho de la Unión (artículo 52.2 CDFUE). Corresponde a las autoridades nacionales 
competentes la aplicación de  tales limitaciones, previa definición de los intereses y 
valores sociales que tienen que ser protegidos. No obstante, la adecuación de las 
limitaciones al Derecho de la Unión Europea y la idoneidad de su interpretación está 
siempre sometida al control del TJUE. 
En función de lo señalado en los párrafos precedentes, la libre circulación de 
personas es una de las libertades básicas del mercado interior, cuyo contenido esencial 
implica un espacio sin fronteras interiores en el que esta libertad será garantizada 
conforme a las disposiciones del Tratado.  
2. Ámbito de aplicación del derecho 
Para que las libertades reconocidas en el Tratado puedan aplicarse a los ciudadanos 
europeos, se requieren dos elementos: personal y material. Desde el punto de vista 
personal, se requiere una situación transnacional, esto es, que la situación concreta 
exceda del territorio de un Estado miembro y se conecte con otro Estado miembro, ya 
                                                          
8Véase “Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones sobre la Libre circulación de los ciudadanos de la UE y de sus 
familias: cinco medidas clave”,  Doc. COM (2013) 813 final, de 25.11.2013.  
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sea por razones de trabajo o por cualquiera otra. En segundo lugar, se requiere que la 
libertad de circulación afecte al ámbito de aplicación “rationemateriae” del Derecho de 
la UE. Este ámbito de aplicación material se entiende en un sentido muy amplio, es 
decir, no se limita a aquellas competencias atribuidas a la UE por los Estados miembros, 
sino que es suficiente que se esté en presencia de una situación relacionada con el 
ejercicio de una de las libertades básicas o de uno de los derechos de ciudadanía del 
TUE (una “conexión comunitaria”) y que pueda conducir a una limitación, siquiera 
indirecta, de los mismos. Ahora bien, la “conexión comunitaria” de la libre circulación 
de personas es variable, pues tiene un carácter ambivalente, es decir, varía según se 
quiera ejercitar como libertad económica o como libertad política. Vamos a verlo. 
2.1. La dimensión económica. 
La dimensión económica del derecho a la libre circulación de personas está 
reservada para los supuestos denominados “intracomunitarios”. Por ello, para que la 
libre circulación de personas se entienda como libertad económica es necesario que se 
dé un componente económico. En estos casos, para que sea de aplicación el Derecho de 
la Unión, no basta ostentar una nacionalidad distinta a la del Estado miembro, sino que 
será necesario otro tipo de conexión que dependerá de la libertad que se pretenda 
ejercer, por ejemplo: lugar de la recepción o la prestación del servicio, origen de la 
formación o titulación profesional, lugar de la celebración del acto, domicilio o 
residencia de la persona física. De lo cual se deduce que la libre circulación de personas 
es el presupuesto necesario para ejercer otra libertad económica, como la libre 
prestación y recepción de servicios, la libertad de establecimiento o la libre circulación 
de trabajadores9. 
La jurisprudencia del TJUE ha tenido ocasión de resolver diversos asuntos en los 
que la libre circulación de personas se ha utilizado de forma instrumental para el 
ejercicio de la libre prestación de servicios y la libertad de establecimiento. La línea 
argumental del Tribunal considera que “el nacional de un Estado miembro que se 
desplaza al territorio de otro Estado miembro para ejercer en él una actividad asalariada 
                                                          
9 Para todo este párrafo véase SOTO MOYA, M.,  “La libre circulación de personas como concepto 
ambivalente”, Revista Española de Derecho Internacional, vol. LX (2008), n.1 pp. 163-178. 
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y regresa a su Estado de origen goza del derecho a ser acompañado por su cónyuge, 
tanto cuando se desplaza como cuando regresa al territorio nacional”10. En otro caso, se 
estaría obstaculizando la libertad de circulación del ciudadano no nacional del Estado 
miembro de residencia.  
2.2. La dimensión política. 
En cambio, cuando la libre circulación no tiene un componente económico, el 
ámbito de aplicación de esta libertad no está restringido a los supuestos 
“intracomunitarios”.  Como señaló el TJUE en el célebre Asunto Matteucci, “poseer la 
nacionalidad de un Estado miembro distinto del Estado en el que se reside constituye un 
elemento suficiente para aplicar las normas de Derecho comunitario, incluso cuando la 
persona que invoca dichas normas no haya cruzado nunca las fronteras del Estado 
miembro donde reside”11.    
Las decisiones adoptadas por el TJUE se fundamentan en la libre circulación de 
personas contenida en la ciudadanía europea, como Derecho jurídico-público, y no en la 
libre circulación de personas como elemento característico de la libre circulación de 
trabajadores, la libre prestación de servicios o la libertad de establecimiento, esto es, 
supuestos intracomunitarios.  
                                                          
10 Esta tesis es la mantenida, también por el TJCE en el asunto Carpenter. STJCE de 11 de julio de 2002, 
as. C-60/00. El caso gira en torno a una nacional filipina contra la que el Reino Unido dictó una orden de 
expulsión. Estaba casada con un nacional británico y su pretensión era tratada en Reino Unido como 
beneficiaria de las libertades comunitarias por este motivo. Su marido, el Sr. Carpenter dirigía una 
empresa establecida en Reino Unido, pero que vendía espacios publicitarios a anunciantes establecidos en 
otros Estados miembros. Por este motivo, el TJUE consideró que el Sr. Carpenter era un prestador de 
servicios en el sentido del Derecho comunitario, y que lo sería incluso si no se desplazara para prestarlos, 
no es necesario si quiera que ejerza el derecho a la libre circulación. Al ser el Sr. Carpenter un prestador 
de servicios en el sentido del art. 49 TCE, aunque nunca hubiese ejercitado su derecho a la libre 
circulación de personas, se considera a su cónyuge incluida en el ámbito de aplicación de la normativa de 
la UE.  
11STJCE de 27 de septiembre de 1988, as. C-235/87, Matteucci. En este asunto se discutía sobre el 
derecho de una ciudadana italiana, nacida y residente en Bélgica, donde trabajaba, a no ser discriminada 
en la concesión de una beca de perfeccionamiento. 
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3. Condiciones y límites a la libre circulación de personas 
Conforme al artículo 18 del TFUE12, la libre circulación de personas se sujeta a las 
limitaciones y condiciones previstas en el Derecho originario y derivado. Estos límites y 
restricciones de la libre circulación son susceptibles de control por el TJUE, y han de ser 
objeto de interpretación restrictiva. Entre las restricciones más significativas – plasmado 
en las tres Directivas que regularon la libre circulación de los ciudadanos 
económicamente no activos (estudiantes, jubilados y otros) – cabe destacar que éstos 
puedan disponer de recursos económicos suficientes y de un seguro de enfermedad, de 
tal modo que no tuviesen que recurrir a los servicios de asistencia social del Estado 
miembro de acogida13.  
Por una parte, el derecho a la libre circulación de trabajadores ofreció a los 
ciudadanos de la Unión más oportunidades laborales y la posibilidad de buscar trabajo 
en otros Estados miembros. Sin embargo, por otra parte, los Estados miembros con 
sistemas de protección social más completos y avanzados temían que el reconocimiento 
de este derecho a los ciudadanos no activos económicamente convirtiera la libre 
circulación en un instrumento para obtener mejores prestaciones en un Estados miembro 
que no era el suyo, incluso sin haber trabajado nunca en dicho Estado. Por ello, el 
derecho a la libre circulación y a prestaciones de asistencia social y seguridad social está 
condicionado por las normas de la Unión, si bien los Estados miembros pueden aplicar 
condiciones más favorables.  
                                                          
12Artículo 18 del TFUE: “1. Todo ciudadano de la Unión tendrá derecho a circular y residir libremente en 
el territorio de los Estados miembros, con sujeción a las limitaciones y condiciones previstas en el 
presente Tratado y en las disposiciones adoptadas para su aplicación. 
2. Cuando una acción de la Comunidad resulte necesaria para alcanzar este objetivo, y a menos que el 
presente Tratado haya previsto los poderes de acción al respecto, el Consejo podrá adoptar disposiciones 
destinadas a facilitar el ejercicio de los derechos contemplados en el apartado 1, decidirá de conformidad 
con el procedimiento previsto en el artículo 251. 
3. El apartado 2 no se aplicará a las disposiciones referentes a los pasaportes, los documentos de 
identidad, los permisos de residencia o cualquier otro documento asimilado, ni a las disposiciones 
referentes a la seguridad social o la protección social. 
13Sólo mediante la inclusión expresa de este requisito en las tres Directivas fue posible alcanzar el 
consenso político necesario entre los Estados miembros, pues sólo de este modo se pudo paliar el temor 
de los Estados miembros al llamado turismo social o “welfare shopping”. 
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3.1. Límites basados en el Derecho internacional: la restricción a la libertad de 
circulación del Jefe de un Estado Miembro en el territorio de otro Estado 
Miembro 
Entre los derechos conferidos a todo ciudadano de la Unión, se encuentra el 
derecho fundamental e individual a circular y residir libremente en el territorio de los 
Estados miembros (art. 20.2 a) y art. 21.1.  TFUE): “Todo ciudadano de la Unión tendrá 
derecho a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros, con 
sujeción a las limitaciones y condiciones previstas en los Tratados y en las disposiciones 
adoptadas para su aplicación”. El derecho de libertad de circulación y de residencia es 
igualmente reconocido en el artículo 45 de la Carta de Derechos Fundamentales como 
un derecho universal de todo ciudadano europeo. 
Ahora bien, existen ciertas especificidades por razón de las funciones que 
desempeña la persona en virtud del DI general. Así, la figura del Jefe de Estado, en 
virtud de sus funciones, tiene reconocida por el DI general, la más alta representación 
exterior de su Estado, gozando de este modo de un estatuto especial que incluye 
inviolabilidades,  privilegios e inmunidades. La doctrina es unánime al reconocer que la 
inviolabilidad del Jefe del Estado conlleva dos tipos de obligaciones para el Estado 
receptor: por un lado, la imposibilidad de tomar medidas coercitivas contra su persona y 
su familia, así como en relación con sus propiedades, equipaje, correspondencia o 
documentos oficiales; por otro lado, la obligación de adoptar las medidas adecuadas 
para garantizar la seguridad de su persona14.En cuanto a las inmunidades, el Jefe del 
Estado goza de una inmunidad penal absoluta que incluye cualquier medida de policía o 
procesal, Sin embargo en el ámbito de la jurisdicción civil la práctica estatal no es 
uniforme, oscilando entre aquellos países que reconocen una inmunidad plena en este 
ámbito y aquellos otros que solamente la reconocen por actos realizados en el ejercicio 
de las funciones que le son propias15. 
                                                          
14Véase, entre otros, González Campos, J. D. (et al), Curso de Derecho internacional público, Madrid, 
Civitas, 2ª ed, 2002, p. 457. 
15 González Campos, J. D. (et al), cit. nota 36, p. 457. Sobre las inmunidades de los Jefes de Estado véase, 
entre la abundante bibliografía: Carnerero Castilla, R., La inmunidad de jurisdicción penal de los jefes de 
Estado extranjeros, Iustel, Madrid, 2007; Carnerero Castilla, R., “Un paso atrás en la lucha contra la 
impunidad. La Sentencia de la Corte Internacional de Justica de 14 de febrero de 2002 en el asunto 
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En este contexto de libre circulación de los ciudadanos de la UE (incluso los que 
desempeñan las más altas funciones de representación de un Estado miembro), se 
suscitó una disputa entre Hungría y la República Eslovaca que exponemos a 
continuación. En fecha 21 de agosto de 2009 las autoridades eslovacas denegaron al 
Presidente húngaro la entrada al territorio eslovaco 16 , motivo por el cual Hungría 
demandó a Eslovaquia ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea por 
incumplimiento del Derecho de la Unión17. Hungría formuló cuatro motivos contra la 
República Eslovaca. En primer lugar, una supuesta violación del derecho de su Jefe de 
Estado, en tanto que ciudadano de la Unión, a circular libremente en el interior de la 
Unión Europea. Del mismo modo considera que los Jefes de Estados Miembros también 
son ciudadanos de la Unión, de modo que el mero hecho de que el Derecho 
internacional otorgue privilegios o inmunidades a las personas que ejercen el cargo de 
Jefe de Estado para facilitar el ejercicio de dicha función no implica el cese ni la 
suspensión de los derechos y deberes que, en virtud del TFUE, van unidos a la 
ciudadanía de la Unión. Asimismo, Hungría alega que el alcance del derecho de todo 
ciudadano de la Unión a residir y circular libremente en el interior de la Unión no puede 
ser objeto de una interpretación restrictiva. Por último, Hungría sostiene que si el 
legislador de la UE hubiera querido someter el derecho a la libre circulación a normas 
de DI, lo hubiera hecho de forma expresa.  
                                                                                                                                                                          
relativo a la orden de arresto de 11 de abril de 2000 (República Democrática del Congo c. Bélgica)”, en 
Quel López, J. y López Martín (coords.), A. G., El poder de los jueces y el estado actual del Derecho 
internacional, UPV, Bilbao, 2010; Van Alebeek, R., TheImmunities of States and TheirOfficials in 
International Criminal Law and International Human RightsLaw, Oxford UniversityPress, 2008. 
16 La controversia entre Hungría y Eslovaquia tiene su origen en una visita que el Presidente de Hungría 
(Lászlo Sólyom) tenía programada para el día 21 de agosto de 2009 a la ciudad de Komárno (Eslovaquia), 
Se trata de una fecha sensible en Eslovaquia puesto que el 21 de agosto de 1968 se produjo la invasión de 
Checoslovaquia por las tropas del Pacto de Varsovia, de las que formaban parte las tropas húngaras. Esta 
visita fue considerada inadecuada por el Presidente de la República Eslovaca (IvanGašparovič) y el 
Primer Ministro (Robert Fico). Mediante una nota verbal de 21 de agosto de 2009, y ante la decisión del 
Presidente húngaro de mantener su visita, el Ministerio de Asuntos Exteriores eslovaco informó al 
embajador de Hungría en Bratislava que las autoridades eslovacas habían decidido denegar al Presidente 
húngaro la entrada al territorio eslovaco ese mismo día. Tras haber sido informado el Presidente húngaro 
del tenor de dicha nota cuando estaba en camino hacia Eslovaquia, el Presidente Sólyom acusó recepción 
de ella en la frontera y renunció a entrar en el territorio eslovaco.   
17Sentencia dictada por la Gran Sala del Tribunal de Justicia, el 16 de octubre de 2012 en el asunto 
Hungría c. República Eslovaca (Asunto C-364/10) 
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En su respuesta, el TJUE (Gran Sala) reafirmó que “el estatuto de ciudadano de la 
Unión está destinado a convertirse en el estatuto fundamental  de los nacionales de los 
Estados miembros”, para ello, “el artículo 20  TFUE confiere dicho estatuto a toda 
persona que tenga la nacionalidad de un Estado miembro”, por consiguiente entiende 
que el Sr. Sólyom, de nacionalidad húngara, “goza indubitadamente de dicho 
estatuto”18. Pero, por otra parte, recuerda que “el Derecho de la Unión debe interpretarse 
a la luz de las normas pertinentes del Derecho internacional, dado que dicho Derecho 
forma parte del ordenamiento jurídico de la Unión y vincula a las instituciones de 
ésta”19.En efecto, el Jefe de Estado es una persona internacionalmente protegida. Según 
afirma el TJUE, el estatuto de Jefe de Estado presenta una particularidad derivada del 
hecho de que se rige por el DI, de modo que el acceso de dicha persona al territorio de 
otro Estado miembro no está sujeto a las mismas condiciones que las aplicables a los 
demás ciudadanos de la UE. Por consiguiente, “el hecho de que un ciudadano de la 
Unión ejerza las funciones de Jefe de Estado justifica una limitación, basada en el 
Derecho internacional, del ejercicio del derecho de circulación que le confiere el 
artículo 21 TFUE”20.  
De la argumentación mantenida por el Abogado General, se desprende claramente 
que “las visitas efectuadas por los Jefes de Estado de los Estados Miembros no se rigen 
por el Derecho de la Unión”21. El TJUE no consideró relevante la naturaleza de la visita 
efectuada por el Jefe de un Estado miembro al territorio de otro Estado miembro, puesto 
que tanto sus actos en el plano internacional como su presencia fuera de su país están 
comprendidos en el ámbito del Derecho Diplomático. En definitiva, el TJUE consideró 
que a diferencia de los demás ciudadanos de la Unión Europea, el Jefe de un Estado 
miembro goza de un Estatuto especial según el DI, y dicho estatus justifica una 
limitación del ejercicio del derecho de circulación que le confiere el Art. 21 TFUE.   
                                                          
18 Asunto C-364/10, apartados 40-42. 
19 Asunto C-364/10, apartado 44. 
20 Asunto C-364/10, apartados 49, 50 y 51 
21  Conclusiones del Abogado General, presentadas el 6 de marzo de 2012 en el Asunto C-364/10, 
Hungría c. República Eslovaca, punto 50. 
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III. LA JURISPRUDENCIA PREVIA A LA ADOPCIÓN DE LA DIRECTIVA 
2004/38/CE  
El TJUE ya se había pronunciado sobre el reconocimiento de las prestaciones 
sociales incluso antes de la adopción de la Directiva 2004/38/CE. En este sentido, su 
primer pronunciamiento se produjo con ocasión del Asunto Martínez Sala v. Freistaat 
Bayern, de 12 de mayo de 1998 (asunto C-85/96)22 . Con ocasión de una cuestión 
prejudicial el TJUE se planteó la posibilidad de si la Sra. Martínez Sala no fuera 
trabajadora y, por tanto, económicamente activa, concluyendo que “la desigualdad de 
trato por razón de la nacionalidad sería incompatible con el Tratado tanto si el órgano 
jurisdiccional nacional llega a la conclusión de que la señora Martínez Sala es 
trabajadora a los efectos de los Reglamentos citados como si no, pues su permiso de 
residencia en Alemania era legal, aunque las autoridades no le hubiesen expedido el 
permiso de residencia; y, en esa medida, se le aplica el Artículo 12 TFUE, lo cual le 
permite, independientemente de su condición de trabajadora, acceder a esa prestación”. 
Esta misma línea jurisprudencial fue seguida en el Asunto Rudy Grzelczyk v. Centre 
publicd´aidesocialed´Ottignies-Louvain-la-Neuve, de 20 de septiembre de 200123. En 
este asunto el Tribunal repitió la posición ya formulada previamente en AsuntoMartínez 
Sala, sosteniendo que la condición de ciudadano europeo residente en otro Estado 
miembro es suficiente per se para permitir al solicitante de una prestación confiar en la 
garantía de igualdad de trato dentro del ámbito material de aplicación “rationemateriae” 
del Derecho de la UE. 
                                                          
22Sentencia María Martínez Sala v. Freistaat Bayern, de 12 de mayo de 1998 (as. C-85/96). Se planteaba 
el caso de una española, residente en Alemania desde 1968, que había desempañado en ese país entre 
1967 y 1989, diversas actividades por cuenta ajena. Desde 1989 vivía de las prestaciones de asistencia 
social que percibía de la ciudad de Nuremberg. Hasta 1984 estuvo la señora Martínez Sala en posesión  de 
permisos de residencia expedidos por las autoridades alemanes, pero a partir de esa fecha sólo de 
documentos acreditativos de haber solicitado la prórroga del permiso de residencia. En 1993 solicitó la 
señora Martínez Sala una prestación (no contributiva) de crianza para hacerse cargo de su hija recién 
nacida. El “Land” de Baviera, sin embargo, rechazó su solicitud al estimar que no poseía ni la 
nacionalidad alemana ni un permiso de residencia debidamente expedido, que eran los requisitos 
establecidos en la legislación bávara reguladora de esta prestación. 
23 Asunto C-184/99. Se trataba del caso de un estudiante de nacionalidad francesa que había estado 
durante tres años estudiando en la Universidad belga de Lovaina, financiándose sus estudios durante con 
pequeños trabajos por cuenta ajena. En Bélgica disfrutaba de un permiso de residencia al amparo de la 
Directiva 93/96. El cuarto y último año, debido a que tenía que terminar su tesina y realizar un período de 
prácticas, decidió no trabajar y solicitó al Estado belga que le concediese una prestación no contributiva 
que sólo se concedía a nacionales belgas y, en el caso de los extranjeros, únicamente a quienes tuviesen la 
condición de trabajadores conforme al Reglamento 1612/68. 
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A diferencia de los supuestos anteriores, en la Sentencia Marie-NathalieD´Hoop v. 
Office national de l´emploi, de 11 de julio de 2002, el Tribunal no tuvo que 
pronunciarse en relación con una desigualdad de trato por razón de la nacionalidad, sino 
de una desigualdad de trato fundada en la circunstancia de haber hecho uso de la 
libertad de desplazamiento y de residencia dentro de la UE antes de retornar al Estado 
miembro de origen24. El Tribunal concluyó que, en virtud del (actual) artículo 18 TFUE,  
debe reconocerse a cualquier ciudadano de la Unión en todos los Estados miembros el 
mismo trato jurídico que se otorga a los nacionales de dichos Estados miembros que se 
encuentran en la misma situación. Por tanto, sería incompatible con el derecho de libre 
circulación que pudiese aplicársele en el Estado miembro del que es nacional un trato 
menos favorable del que disfrutaría, si no hubiera hecho uso de las facilidades 
concedidas por el Tratado en materia de circulación.  
Por último, con la Sentencia Brian Francis Collins v. Secretary of StateforWork 
and Pensions, de 23 de marzo de 2004, el TJUE consolidó su jurisprudencia relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de trato durante la búsqueda de empleo en otro 
Estado miembro25. En efecto, en relación a la posibilidad de que los beneficiarios de 
estas prestaciones pudieran convertirse en “cargas excesivas” para las finanzas del 
Estado de acogida (Reino Unido), el TJ optó por reforzar la aplicación del principio de 
igualdad de trato a los ciudadanos europeos en relación a las prestaciones de naturaleza 
financiera destinadas a facilitar el acceso al empleo en el Estado miembro de acogida. 
No obstante, como se verá más adelante, esta línea jurisprudencial, de carácter 
expansivo y protector, ha experimentado una fuerte corrección en los últimos años al 
calor de la crisis económica y los efectos que ha generado en las cifras de desempleo de 
los Estados miembros del sur. 
                                                          
24 Asunto C- 224/98. La señora D´Hoop era una ciudadana belga que había completado en 1991 su 
educación secundaria en Francia. Posteriormente cursó estudios universitarios en Bélgica y, una vez 
concluidos éstos, solicitó del Estado belga un subsidio de desempleo que conceden las autoridades belgas 
a jóvenes titulados en busca de su primer empleo. El subsidio le fue denegado alegando que no cumplía el 
requisito, establecido en la normativa reguladora del mismo, de haber completado su educación 
secundaria en Bélgica (o en el caso de la enseñanza secundaria cursada en otro Estado miembro de la UE, 
de ser hija de trabajadores migrantes en Bélgica, una regla que entró en vigor pocos meses después de la 
solicitud de la señora D´Hoop, pero que tampoco le era aplicable).   
25 Asunto C-138/02. El señor Collins, nacional estadounidense e irlandés, solicitó en 1998, ocho días 
después de su llegada al Reino Unido a la busca de un empleo en el sector de los servicios sociales, un 
subsidio para demandantes de empleo, que le fue denegado por las autoridades británicas al considerar 
que no tenía su residencia habitual en el Reino Unido. En 1980 y 1981 había trabajado en el Reino Unido 
durante diez meses de manera ocasional en el sector servicios. 
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IV. LA DIRECTIVA 2004/38/CE DEL PARLAMENTO Y DEL CONSEJO, DE 29 
DE ABRIL DE 2004, RELATIVA AL DERECHO DE LOS CIUDADANOS DE 
LA UNIÓN Y DE LOS MIEMBROS DE SUS FAMILIAS A CIRCULAR Y 
RESIDIR LIBREMENTE EN EL TERRITORIO DE LOS ESTADOS 
MIEMBROS 
1. El modelo social introducido en la Directiva 2004/38/CE 
Con el objetivo de superar el enfoque sectorial y fragmentario del derecho de libre 
circulación y residencia, y facilitar así el ejercicio de este derecho, se adoptó la 
Directiva 38/2004/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, 
relativa al derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a 
circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros. La Directiva 
2004/38/CE configura un régimen unificado para todos los ciudadanos europeos y con 
ella se ha llevado a cabo una importante tarea de simplificación26.  
La Directiva introdujo un modelo de residencia basado en tres etapas. En una 
primera etapa la Directiva 2004/38 reconoce una libertad incondicionada de circulación 
y residencia de hasta tres meses en cualquier Estado miembro, con la única condición de 
ser titular de un documento de identidad o un pasaporte válidos27. Los ciudadanos de la 
UE y sus familiares pueden ejercer el derecho de residencia en el Estado miembro de 
acogida durante un período que no supere los tres meses sin estar supeditados a más 
condiciones o formalidades que la posesión de un documento de identidad o un 
                                                          
26La Directiva 2004/38 fue traspuesta en España mediante el Real Decreto 240/2007 de 16 de febrero, 
sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados Miembros de la 
Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. Este Real 
Decreto fue objeto de impugnación directa sobre la que se pronunció el Tribunal Supremo en sentencia de 
su Sala Tercera de 1 de junio de 2010. El Tribunal Supremo anuló parcialmente el Real Decreto 240/2007 
en aquellos extremos en los que consideró que el texto interpretaba restrictivamente las disposiciones de 
la Directiva: véase CRESPO NAVARRO, E., “La jurisprudencia del TJCE en materia de ciudadanía de la 
Unión: una interpretación generosa basada en la remisión al Derecho nacional y en el principio de no 
discriminación por razón de la nacionalidad”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, núm. 28 (2007), 
pp. 883-912. 
27 El artículo 6 de la Directiva dispone lo siguiente: los ciudadanos de la Unión tendrán derecho de 
residencia en el territorio de otro Estado miembro por un período de hasta tres meses sin estar sometidos a 
otra condición o formalidad que la de estar en posesión de un documento de identidad o pasaporte 
válidos. 
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pasaporte válido, sin perjuicio de un tratamiento más favorable para los que buscan 
empleo28. 
En una segunda etapa, los ciudadanos de la Unión y los miembros de sus familias 
gozarán del derecho de residencia siempre y cuando no se conviertan en una carga 
excesiva para la asistencia social del Estado miembro de acogida. En efecto, una vez 
transcurridos los tres primeros meses, todo ciudadano de la Unión tiene derecho de 
residencia en el territorio de otro Estado miembro por un período superior si es un 
trabajador por cuenta ajena o por cuenta propia en el Estado miembro de acogida; o 
dispone, para sí y los miembros de su familia, de recursos suficientes para no 
convertirse en una carga para la asistencia social del Estado miembro de acogida 
durante su período de residencia, así como de un seguro de enfermedad en el Estado 
miembro de acogida; o está matriculado en un centro público o privado, reconocido o 
financiado por el Estado miembro de acogida con arreglo a su legislación o a su práctica 
administrativa, con la finalidad principal de cursar estudios, inclusive de formación 
profesional; y cuenta con un seguro de enfermedad que cubre todos los riesgos en el 
Estado miembro de acogida; o es un miembro de la familia que acompaña a un 
ciudadano de la Unión, o va a reunirse con él y que cumple determinadas condiciones. 
Resulta relevante destacar que, en caso de que se trate de ciudadanos de la UE que 
entraron en el territorio del Estado miembro de acogida para buscar trabajo, estos 
ciudadanos (o los miembros de su familia) no podrán ser expulsados siempre y cuando 
puedan demostrar que siguen buscando empleo y que tienen posibilidades reales de ser 
contratados29.Por último, en una tercera etapa la Directiva 2004/38 dispone que los 
ciudadanos de la Unión que hayan residido legalmente durante un período continuado 
de cinco años en el Estado miembro de acogida tendrán un derecho de residencia 
permanente en éste30. 
Asimismo, algunos aspectos de esta Directiva merecen especial consideración, en 
particular la definición de “miembro de la familia” y el concepto de “estar a cargo”. 
Respeto a la definición de “miembro de la familia”, el artículo 2.2 de la Directiva 
                                                          
28 Considerando 9 de la Directiva 2004/38. 
29 Artículos 7 y 14, apartado 4, letra b), de la Directiva 2004/38 
30 Artículo 16 de la Directiva 2004/38. 
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reconocen como miembros de la familia del ciudadano de la Unión a las siguientes 
personas: a) El cónyuge; b) La pareja con la que el ciudadano de la Unión ha celebrado 
una unión registrada, con arreglo a la legislación de un Estado miembro, si la 
legislación del Estado miembro de acogida otorga a las uniones registradas un trato 
equivalente a los matrimonios y de conformidad con las condiciones establecidas en la 
legislación aplicable del Estado miembro de acogida (por ello no todos los Estados 
miembros confieren los derechos de la Directiva a las parejas registradas; c) Los 
descendientes directos menores de 21 años o a cargo y los del cónyuge o de la pareja 
definida en la letra b); d) Los ascendientes directos a cargo y los del cónyuge o de la 
pareja definida en la letra b). 
En el caso de descendientes mayores de 21 años y ascendientes, su reagrupación por 
el ciudadano de la UE no es incondicionada ni viene determinada exclusivamente por la 
relación de parentesco. Ahora bien, el reconocimiento de la condición de familiar viene 
dada por la situación de estar a cargo del ciudadano de la Unión o su cónyuge o pareja 
registrada. 
Por otro lado, la Directiva utiliza el concepto de “estar a cargo” sin definirlo. Se 
trata de un concepto jurídico indeterminado que ha sido delimitado por el TJUE en los 
Asuntos  Lebon31 y Jia32, o la más reciente sentencia en el asunto Reyes33. Para el TJUE 
la calidad de miembro de la familia “a cargo” resulta de una situación de hecho que se 
caracteriza por que el ciudadano comunitario o su cónyuge garantizan los recursos 
necesarios para la subsistencia del miembro de la familia. El TJUE aclara que no es 
necesario que el Estado de acogida determine las razones del recurso a ese 
mantenimiento ni que se pregunte si el interesado está en condiciones de asumir a sus 
necesidades mediante el ejercicio de una actividad remunerada. Para determinar la 
situación de “estará cargo”, el Estado miembro de acogida debe apreciar si, a la vista de 
las circunstancias económicas y sociales del solicitante, éste no está en condiciones de 
afrontar sus necesidades básicas.   
                                                          
31 STJUE de 18 de junio de 1987, asunto Lebon (C- 316/85), aptdo. 22 
32 STJUE de 9 de enero de 2007, asunto Jia (C- 1/05). 
33 Sentencia TJUE de 16 de enero de 2014: Asunto Reyes (C- 423/12). 
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2. Condiciones de la Directiva 2004/38/CE 
Si se analiza el contenido del artículo 24 de la Directiva 2004/38 se deduce que, 
durante los tres primeros meses de residencia, el Estado miembro de acogida no estará 
obligado por la normativa de la UE a conceder asistencia social a los ciudadanos de la 
UE que no ejerzan una actividad económica34.Transcurrido ese tiempo y hasta los cinco 
años, los ciudadanos de la Unión que puedan tener derecho a prestaciones tendrán que 
demostrar a las autoridades nacionales del Estado de acogida que disponen de recursos 
suficientes. Obtenida la residencia legal tras los cinco años, los ciudadanos de la UE 
tienen derecho a asistencia social en las mismas condiciones que los nacionales del 
Estado miembro de acogida, siempre que demuestren que tienen un vínculo real y 
efectivo con el Estado miembro de que se trate.  
Sin embargo, los trabajadores por cuenta ajena o por cuenta propia, así como los 
miembros de sus familias35,sí están cubiertos por el sistema de seguridad social porque, 
al igual que los trabajadores nacionales del Estado miembro de acogida, colaboran con 
los fondos públicos y financian las prestaciones sociales. Los Estados miembros pueden 
establecer condiciones más favorables a la libertad de circulación, pues es el derecho 
                                                          
34 En virtud del cual se dispone lo siguiente: “Con sujeción a las disposiciones específicas expresamente 
establecidas en el Tratado y el Derecho derivado, todos los ciudadanos de la Unión que residan en el 
Estado miembro de acogida en base a la presente Directiva gozarán de igualdad de trato respecto de los 
nacionales de dicho Estado en el ámbito de aplicación del Tratado. El beneficio de este derecho se 
extenderá a los miembros de la familia que no tengan la nacionalidad de un Estado miembro, 
beneficiarios del derecho de residencia o del derecho de residencia permanente. No obstante, lo dispuesto 
en el apartado 1, durante los primeros tres meses de residencia o, si procede, el período más largo 
establecido en la letra b) del apartado 4 del artículo 14, el Estado miembro de acogida no estará obligado 
a conceder el derecho a prestaciones de asistencia social, ni estará obligado, antes de la adquisición del 
derecho de residencia permanente, a conceder ayudas de manutención consistentes en becas o préstamos 
de estudios, incluidos los de formación profesional, a personas que no sean trabajadores por cuenta ajena 
o propia, personas que mantengan dicho estatuto o miembros de su familia”. 
35 Con el fin de atender al interés superior de la “unidad familiar”, los familiares de un ciudadano de uno 
de los países miembros de la UE también se benefician del régimen jurídico propio de los comunitarios 
incluso tras el fallecimiento de éstos (art. 9 RD 240/2007); y por tanto, con el fin de no provocar una rup-
tura de la unidad familiar, de la libertad de circulación dentro del territorio de la UE. Al respecto el RD 
240/2007 (en su art. 2 y en la Disposición adicional vigésima), a la hora de extender este trato 
privilegiado a los familiares no comunitarios de ciudadanos comunitarios opta por utilizar un concepto 
relativamente amplio de dicha «unidad familiar» en la que se incluyen también el conviviente de hecho y 
los ascendientes o descendientes por afinidad. En todo caso, es muy importante resaltar que la condición 
de familiar de un ciudadano de la UE no determina automáticamente la extensión del régimen jurídico de 
éste al extranjero no comunitario, sino que deben valorarse los elementos que concurren en la relación en 
su conjunto. Hay que tener en cuenta que el art. 2 RD 240/2007 exige no sólo la existencia de un vínculo 
familiar, sino también la convivencia «a cargo» del ciudadano comunitario. 
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nacional del Estado de acogida el que determina las prestaciones, las condiciones para 
su concesión, su duración e importe. Por lo tanto, el derecho a las prestaciones varía en 
función del Estado miembro. Al respecto, la Directiva 2004/38 continúa reflejando 
aquello que viene siendo característico desde la construcción del modelo de 
coordinación social europeo, esto es, la diferencia de trato entre el ciudadano europeo 
que se traslada a un Estado miembro con el objetivo de ejercer una actividad 
económica, y el ciudadano europeo que lo hace con una finalidad no económica o 
laboral. En cierta manera, la ciudadanía europea de “pleno derecho” se reconoce 
únicamente a los nacionales de un Estado miembro trasladados al territorio de otro 
Estado miembro, siempre que sean económicamente activos y generalmente mediante el 
desempeño de una actividad económica o laboral.  
Precisamente, cabe recordar que uno de los puntos más controvertidos en la 
adopción de la Directiva 2004/38 fue justamente el alcance del principio de igualdad de 
trato respecto de las ayudas sociales a los ciudadanos europeos inactivos 
económicamente. De otro modo, y si en la Directiva 2004/38 no se hubiera incluido la 
restricción o limitación prevista en el artículo 7, apartado 1, letra b), los Estados 
miembros hubieran sido reticentes a su adopción, a fin de evitar que los ciudadanos 
europeos que no tengan la condición de trabajadores se conviertan en una carga 
excesiva para el Estado miembro. Y todo ello porque mientras que los ciudadanos 
europeos que no tienen la condición de trabajadores suponen una carga excesiva para el 
Estado miembro de acogida; en cambio, los ciudadanos europeos activos 
económicamente cotizan en el servicio público del Estado miembro de acogida 
ayudando a sufragar los gastos públicos de dicho Estado. 
3. Límites y restricciones a la libre circulación previstos en la Directiva 
En primer lugar, cabe señalar que el derecho a la libre circulación y residencia de 
los ciudadanos de la Unión Europea no es incondicionado: está sometido a límites, si 
bien estos límites no condicionan la posibilidad de estancia o permanencia, siquiera 
indefinida, de un nacional de un Estado miembro en el territorio de otro. Tampoco la 
posibilidad de trabajar.   
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El TFUE prevé algunas restricciones al ejercicio del derecho de libre circulación y 
residencia por razones de “orden público, seguridad pública o salud pública”36. Más allá 
de las cláusulas que salvaguardan el orden, la salud y la seguridad públicas, los Estados 
miembros no pueden forzar la salida de su territorio de un nacional de otro Estado 
miembro. No obstante, estas razones no podrán alegarse con fines económicos. Además, 
las medidas adoptadas por razones de orden público o seguridad pública deberán 
ajustarse al principio de proporcionalidad y basarse exclusivamente en la conducta 
personal del interesado37.Al respecto, el concepto de “orden público” puede variar de un 
país a otro y de una época a otra, por lo que se debe reconocer a las autoridades 
nacionales competentes un margen de discrecionalidad dentro de los límites impuestos 
por el TFUE 38 , pero teniendo en cuenta que las circunstancias particulares que 
justifiquen su aplicación, en su caso, deben estar relacionadas con el caso individual o 
fundarse en consideraciones de prevención general39.Es decir, como señaló el TJUE en 
el Asunto Bouchereau,  
“para justificar ciertas restricciones a la libre circulación de las personas 
sometidas al Derecho Comunitario, el recurso por parte de una autoridad nacional 
a la noción de orden público supone, en todo caso, la existencia, aparte de la 
alteración del orden social que constituye toda infracción de la ley, de una amenaza 
real y suficientemente grave, que afecta a un interés fundamental de la sociedad”40. 
Generalmente, los Estados miembros limitan el derecho a la libertad de circulación y 
residencia mediante:  
a) La denegación de la entrada a una persona o la expulsión por razones de orden 
público o de seguridad pública: para ello la conducta del interesado deberá constituir 
                                                          
36Las limitaciones del derecho de entrada y del derecho de residencia por razones de orden público, 
seguridad pública o salud pública están reguladas en el Capítulo VI de la Directiva 2004/38. Para precisar 
las condiciones y garantías procesales con arreglo a las cuales puede adoptarse la decisión de denegación 
de entrada o de expulsión de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de su familia, la presente 
Directiva sustituye a la Directiva 64/221/CEE del Consejo, de 25 de febrero de 1964, sobre coordinación 
de las medidas especiales para los extranjeros en materia de circulación y de residencia, justificadas por 
razones de orden público, seguridad pública o salud pública: Directiva 2004/38, Considerando 22.  
37 Artículo 27 apartados 1 y 2 de la Directiva 2004/38. 
38 STJUE de 17 de septiembre de 2002, Asunto Baumbast (C-413/99). 
39 STJUE de 26 de febrero de 1975, Asunto Bonsignore (C-67/74) y la de 28 de octubre de 1975 (Asunto 
Rutili, C-36/75). 
40STJCE de 27 de octubre de 1977, Asunto Bouchereau, C-30/77. 
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una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecte al interés fundamental de la 
sociedad de acogida. No podrán argumentarse justificaciones que no tengan relación 
directa con el caso concreto o que se refieran a razones de prevención general41;  
b) Las prohibiciones de regreso: la persona que haya sido objeto de una decisión de 
prohibición de entrada en el territorio por razones de orden público, seguridad pública o 
salud pública podrá presentar una solicitud de levantamiento de la prohibición tras un 
plazo razonable en función de las circunstancias y, en cualquier caso, tres años después 
de la ejecución de la decisión definitiva de prohibición que haya sido válidamente 
adoptada, alegando motivos que puedan demostrar un cambio material de las 
circunstancias que justificaron la prohibición de entrada en el territorio42.Asimismo, los 
Estados miembros podrán adoptar las mismas medidas en caso de abuso de derecho o 
fraude. Uno de los casos más característicos de fraude son los denominados 
“matrimonios de conveniencia”43, los cuales son celebrados para obtener beneficios 
jurídicos, económicos o sociales, con finalidad de obtener la nacionalidad de un Estado 
miembro. Otro ejemplo característico son los fraudes a la seguridad social que se 
realizan con el fin de obtener prestaciones a la seguridad social o de evitar la obligación 
de pagar las cotizaciones de la seguridad social infringiendo la normativa nacional de un 
Estado miembro. 
Precisamente, para ayudar a las autoridades nacionales y locales a aplicar 
efectivamente las normas sobre libre circulación de la Unión, la Comisión Europea 
presentó cinco medidas concretas que se están ejecutando en colaboración con los 
Estados miembros44, a saber: 
                                                          
41  Artículo 27 apartado 3 de la Directiva 2004/38. A este respecto véase el trabajo de MARTÍN 
MARTÍNEZ, M.M., “Límites a la libre circulación de personas en la UE por razones de orden público, 
seguridad o salud pública en tiempos de crisis: una revaluación a la luz de la jurisprudencia del TJUE”, 
Revista de Derecho Comunitario Europeo, loc. cit. 
42 Artículo 32, apartado 1 de la Directiva 2004/38.  
43 Véase, desde la perspectiva de la aplicación de la Directiva 2004/38 en el Reino Unido, la problemática 
de los matrimonios de conveniencia, WREY, E., & HUNTER, A., “Implementation of Directive 2004/38 
in theUnitedKingdom”, Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, Migraciones 
Internacionales, n. 110 (2014), 63-93, p.p. 86-87. 
44Véase COM (2013) 837 final de 25.11.2013, “Libre circulación de los ciudadanos de la UE y de sus 
familias: cinco medidas clave”: Doc. COM (2013) 837, final, Bruselas 25.11.2013. 
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1. Ayuda a los Estados miembros para luchar contra los matrimonios de 
conveniencia  
2. Ayuda a las autoridades para aplicar las normas de la UE relativas a la 
coordinación de la seguridad social 
3. Ayuda a las autoridades para responder a los retos de la inclusión social  
4. Respuesta a las necesidades de las autoridades locales en materia de fomento 
del intercambio de buenas prácticas  
5. Ayuda a las autoridades locales para la aplicación sobre el terreno de las 
normas de la UE relativas a la libre circulación 
Y es que para garantizar el derecho a la libre circulación y residencia de los 
ciudadanos europeos es necesaria una política de coordinación entre las Instituciones de 
la UE y los Estados miembros.  
En una segunda etapa, el TJUE adoptó una posición más restrictiva en relación a la 
seguida en su jurisprudencia anterior. En efecto, teniendo en el horizonte la Directiva 
2004/38/CE, el TJUE dictó las Sentencias Föster45 y Bidar46. En ambos asuntos el 
Tribunal abandonó las consideraciones seguidas en su jurisprudencia previa, y se vuelve 
a incardinar el requisito de la exigencia de un “periodo de residencia” de cinco años, 
para que los ciudadanos no se conviertan en una carga excesiva para la asistencia social 
de los Estados de acogida. En su análisis, el TJUE sostiene que el periodo de residencia 
constituye el único criterio para determinar el grado de conexión entre el individuo y el 
Estado de acogida. Esta interpretación supone un retroceso respecto a la posición 
mantenida en la primera etapa. A partir del criterio de la aplicación rígida de los cinco 
                                                          
45  STJUE Jacqueline Föster v. Hoofddirectie van de InformatieBeheerGroep. Asunto C-158/07. 
Estudiante nacional de un Estado miembro que se desplaza a otro Estado miembro para cursar una 
formación y solicita una beca de subsistencia para estudiantes.  
46 STJUE Dany Bidar v. London Borough of  Ealing, Secretary of State for Education and Skills, de 15 de 
marzo de 2005 (asunto C-209/03). Se aborda el caso de un nacional francés que en el año 1998 se trasladó 
a vivir al Reino Unido acompañando a su madre, que iba a recibir tratamiento médico en ese país. En el 
Reino Unido el señor Bidar, que durante ese tiempo vivió con su abuela a cargo de ésta, asistió a la 
escuela y, una vez terminada su formación escolar, comenzó en 2001 sus estudios de Economía en una 
Universidad londinense. Para financiar las tasas universitarias se le concedió una ayuda, pero las 
autoridades británicas rechazaron su solicitud de un préstamos estudiantil (a un interés preferente) para 
cubrir sus gastos de alojamiento y manutención argumentando que el señor Bidar no estaba establecido en 
el Reino Unido, que era uno de los requisitos contenidos, junto con la residencia en el Reino Unido en los 
tres años inmediatamente anteriores al día de comienzo de curso, en la norma regulatoria de estas ayudas 
cuando éstas era solicitadas por ciudadanos de otros Estados miembros. 
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años de residencia, no se permite valorar razonadamente las circunstancias individuales 
de cada persona, sin que en la valoración del grado de integración se tengan en cuenta 
otros criterios. 
El TJUE volvió a interpretar la Directiva 2004/38 en la relevante Sentencia 
Vatsouras, en junio de 200947. Mediante una cuestión prejudicial se preguntó al TJUE si 
el artículo 24.2 de la Directiva 2004/38 es conforme con el Artículo 12 TFUE en 
relación con el Artículo 39 TFUE. En su análisis, el Tribunal señaló que el artículo 24.2 
de la Directiva 2004/38 establece una excepción al principio de igualdad de trato que 
ampara a los ciudadanos de la Unión que, residiendo en el territorio de un Estado 
miembro de acogida, no sean trabajadores por cuenta ajena o propia o personas que 
mantengan dicho estatuto o miembros de sus familias. Según esta disposición, el Estado 
miembro de acogida no está obligado a conceder el derecho a prestaciones de asistencia 
social, entre otros, a quienes busquen empleo durante el período más prolongado en el 
que tienen derecho a permanecer en dicho Estado. Por su parte, dentro del ámbito 
personal de aplicación del artículo 39 TFUE, figuran los nacionales de un Estado 
miembro que buscan empleo en otro Estado miembro, y de ello se deriva que según el 
apartado 2 de dicha regulación, tienen derecho a la igualdad de trato. No obstante, 
haciendo referencia a sus decisiones en los asuntos D´Hoop y Collins, el Tribunal 
resolvió que resulta legítimo que el legislador nacional exija la existencia de un 
“vínculo real” entre el solicitante de empleo y el mercado laboral de este Estado para 
conceder la prestación. La existencia de este vínculo podría comprobarse constatando 
que la persona ha buscado empleo de manera efectiva en el Estado miembro en cuestión 
durante un período razonable. Este argumento del Tribunal sugiere que los nacionales 
de los Estados miembros que buscan empleo en otro Estado miembro pueden invocar el 
artículo 39.2 TFUE a efectos de obtener una prestación económica destinada a facilitar 
                                                          
47STJUE, de 4 de junio de 2009,AthanasiosVatsouras (As. C-22/08) y JosifKoupatantze (As. C-23/08) c. 
Arbeitsgemeinschaft (ARGE) Nürenberg 900.El Sr.Vatsouras nacido el 10 de diciembre de 1973 y de 
nacionalidad griega, llegó a Alemania en marzo de 2006, solicitó de la ARGE la concesión de 
prestaciones contempladas en el SGB II. Mediante decisión del ARGE de 27 de julio de 2006, le fueron 
concedidas tales prestaciones hasta el 30 de noviembre de 2006. Del importe de dichas prestaciones se 
dedujeron los ingresos obtenidos por el Sr. Vatsouras por su actividad profesional, por lo que el importe 
mensual de las prestaciones resultó de 169 euros. Mediante decisión de este organismo público, se 
prorrogó la prestación hasta el 31 de mayo de 2007. En enero de 2001 terminó la actividad profesional del 
Sr. Vatsouras. Mediante decisión de 18 de abril de 2007, la ARGE suprimió la concesión de estas 
prestaciones, con efectos a 30 de abril de abril de 2007.  
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el acceso al mercado de trabajo y siempre que se hayan establecido vínculos reales con 
el mercado de trabajo de ese Estado miembro.  
 
En función de ello, no puede considerarse prestaciones de asistencia social, en el 
sentido del artículo 24.2 de la Directiva 2004/38/CE, las prestaciones económicas 
destinadas a facilitar el acceso al mercado laboral. En este sentido, el artículo 12 TFUE 
se refiere a las situaciones comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la 
UE en las que un nacional de un Estado miembro sufre un trato discriminatorio en 
relación con los nacionales de otro Estado miembro únicamente por razón de su 
nacionalidad. Por tanto, el artículo 12 TFUE no se opone a una normativa nacional que 
excluye a los nacionales de los Estados miembros del acceso a prestaciones de 
asistencia social mientras que las conceda a los nacionales de Estados terceros. 
 
Durante esta primera etapa, la interpretación judicial de la Directiva 2004/38/CE 
pone de relieve que todo ciudadano de la Unión que resida legalmente en el territorio de 
otro Estado miembro, tiene derecho al mismo trato que los nacionales de ese Estado, 
con independencia de su condición de ciudadano económicamente activo. Este derecho, 
que deriva directamente del artículo 18 TFUE, le asegura al ciudadano de la UE incluso 
la posibilidad de acceder en el Estado de acogida a prestaciones de asistencia social en 
las mismas condiciones que los nacionales de ese Estado. Y es que, en principio, el 
acceso a las prestaciones sociales se prevé tanto para los ciudadanos de la Unión 
económicamente activos como para los que no ejercen actividad laboral alguna. En 
definitiva, según esta primera línea jurisprudencial, de carácter expansivo y protector, 
para el TJUE todo ciudadano de la Unión, independientemente de que ejerza o no una 
actividad económica, tiene derecho a ser tratado igual que los nacionales del Estado 
miembro de acogida. Por ello, la concesión de prestaciones de asistencia social sólo 
puede condicionarse al cumplimiento de ciertos requisitos independientes de la 
nacionalidad y respetando el principio de proporcionalidad. Es cierto que los Estados 
miembros pueden exigir una vinculación efectiva al mercado de trabajo o un cierto 
grado de integración en la sociedad, siempre y cuando se tengan en cuenta las 
circunstancias individuales de cada ciudadano, y comprobando si se han convertido en 
una carga excesiva para el Estado miembro de acogida. 
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En conclusión, conforme esta línea argumental del TJUE lo relevante es cerciorarse 
de que el beneficiario de las prestaciones, al margen de su nacionalidad, mantiene un 
vínculo real y efectivo con la sociedad de acogida. Desde el momento en el que el 
ciudadano europeo cumple este requisito adquiere el derecho a ser tratado igual que los 
ciudadanos nacionales del Estado miembro de acogida, garantizando así su derecho a la 
asistencia social. 
V. EL IMPACTO DE LA CRISIS ECONÓMICA EN EL DERECHO A LA 
LIBRE CIRCULACIÓN Y RESIDENCIA 
1. El debate en torno al Derecho de residencia de los ciudadanos de la Unión y el 
recelo frente al “turismo social” 
Los análisis demuestran que la crisis económica no ha supuesto un incremento 
significativo del ejercicio de los derechos de libre circulación y residencia por los 
ciudadanos de la Unión, más allá del que se había producido con ocasión de las 
ampliaciones de 2004 y 2007. Sin embargo, la crisis sí ha traído consigo la 
consolidación de ciertas tensiones entre Estados de origen de la movilidad y Estados de 
acogida. De forma paralela, el intervalo entre 2008-2013 ha coincidido con el período 
transitorio fijado para Rumanía y Bulgaria, lo que se ha traducido en la movilidad de un 
porcentaje muy importante de ciudadanos de estas dos nacionalidades, recibida con 
recelo por los Estados miembros de acogida. Todos estos factores han provocado que el 
aumento del número de ciudadanos de la Unión que han decidido ejercer sus derechos 
de libre circulación y residencia, no haya afectado de manera uniforme a todos los 
Estados miembros, lo que ha provocado una fractura entre ellos según se consideren 
Estados de origen (del sur o del este) o de acogida. El derecho de residencia de los 
ciudadanos de la Unión, de carácter instrumental para la libre circulación, alcanza pleno 
contenido a través del principio de igualdad de trato. El TFUE concatena el principio de 
no discriminación por razón de la nacionalidad con la ciudadanía de la Unión, y por 
tanto, con el derecho de residencia. El tándem derecho de residencia-principio de 
igualdad se manifiesta en la Directiva 2004/38, que constituye el marco normativo 
vigente del derecho de residencia de los ciudadanos de la Unión. 
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Conforme a la Directiva, cabe distinguir dos tipos de situaciones en la que se 
encuentran los ciudadanos de la Unión que ejercen el derecho de residencia: la de los 
activos económicamente y la de los no activos. La primera categoría (activos) se refiere 
a los trabajadores por cuenta propia y ajena. La segunda – no activos – incluye a los 
ciudadanos de la Unión que tienen recursos suficientes y a los estudiantes. En una 
categoría intermedia se sitúan los solicitantes de empleo a los que se les aplica otro 
régimen, pues mantienen el derecho de residencia en tanto puedan demostrar que siguen 
buscando empleo y que tienen posibilidades reales de ser contratados (Art. 14.4. b). En 
función de estas situaciones, la Directiva 2004/38 establece también diferencias en 
relación a la igualdad de trato. Así, los trabajadores por cuenta ajena o propia gozan de 
un derecho pleno a la igualdad de trato desde el inicio del ejercicio del derecho de 
residencia. En cambio, en el caso de los inactivos económicamente, la aplicación del 
principio de igualdad de trato depende de una serie de circunstancias. De esta forma, el 
derecho de residencia de carácter no permanente se mantiene mientras su titular no se 
convierta en una carga excesiva para el Estado de acogida (Art. 14.1) y a la vez, durante 
los tres primeros meses, dicho Estado no está obligado a conceder el derecho a 
prestaciones de asistencia social, ni está obligado antes de la residencia permanente a 
conceder prestaciones de manutención consistentes en becas o préstamos de estudios, 
incluidos los de formación personal. La exclusión en su conjunto se extiende también a 
los solicitantes de empleo (art. 24.2 de la Directiva).  
Por su parte, el derecho de residencia permanente lleva aparejada la plena 
aplicación del principio de igualdad de trato a todas las situaciones. En efecto, la 
Directiva recoge un sistema de derechos diferente según cada situación particular. Por 
ello, resulta lógico que el ejercicio del derecho de residencia no permanente de los 
ciudadanos de la UE no activos económicamente, así como la situación intermedia de 
los solicitantes de empleo sean los que han dado lugar a un mayor grado de 
conflictividad. 
Ya desde sus inicios el derecho de residencia de los ciudadanos de la Unión no 
activos económicamente suscitó el temor de los Estados miembros de que promoviese 
el llamado “turismo social”. A este temor debe añadirse el fin del período transitorio 
aplicable a Rumanía y Bulgaria en relación con la libre circulación de personas (las 
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denominadas “moratorias”), los altos índices de desempleo de varios Estados miembros 
derivados de la crisis económica e, incluso, la mayor movilidad de estudiantes. Así se 
refleja en algunas propuestas de algunos de los Estados miembros de acogida. Cabe 
referirse a la carta enviada por Austria, Alemania, Holanda y Gran Bretaña a la 
Presidencia irlandesa de la Unión en 2013, expresando su preocupación acerca del uso 
fraudulento de los derechos de libre circulación y residencia por parte de ciudadanos de 
la Unión 48 . La Comisión ha intentado contrarrestar estas tendencias restrictivas, 
proponiendo una serie de medidas destinadas a ayudar a las autoridades nacionales y 
locales a aplicar las normas sobre libre circulación y residencia49. 
2. Derecho de residencia de los ciudadanos de la Unión Europea y acceso a 
prestaciones de asistencia social: supuestos controvertidos cubiertos por la libre 
circulación de trabajadores 
2.1. El ejercicio de actividades económicas menores o a tiempo parcial.  
El Tribunal ha afirmado a través de una jurisprudencia consolidada la aplicación del 
principio de igualdad de trato en este supuesto. A este respecto, en el Asunto L.N., el 
TJUE considera que, como trabajador, no se le pueden negar las ayudas de manutención 
por estudios concedidas a los nacionales de ese Estado miembro y recuerda que el 
principio de igualdad de trato se extiende a todas las situaciones comprendidas en el 
ámbito de aplicación rationemateriae del Derecho de la Unión, incluidas en particular 
las garantizadas por la libre circulación de trabajadores, sin que el hecho de que el 
ciudadano de la Unión esté matriculado en un centro de enseñanza del estado de acogida 
con la finalidad principal de cursar estudios, le prive del estatus de trabajador50. Por 
                                                          
48Bélgica está llevando a cabo una política de expulsión de los ciudadanos de la Unión que representen 
para su sistema social una carga excesiva: véase la noticia en el “El País”, de 12.1.2014, “Así se expulsa a 
un europeo de la 
UE”,http://internacional.elpais.com/internacional/2014/01/12/actualidad/1389559237_314818.html.En la 
doctrina puede verse LUJÁN ALCARAZ, J., y SELMA PENALVA, A., “La expulsión de ciudadanos 
extranjeros en especial, de ciudadanos de Estados miembros de la Unión Europea”, Revista del Ministerio 
de Empleo y Seguridad Social, Migraciones Internacionales, n. 110 (2014), 301-335, p.  
49 Véase COM (2013) 837 final de 25.11.2013, “Libre circulación de los ciudadanos de la UE y de sus 
familias: cinco medidas clave”. 
50 En el asunto Vatsouras, el TJUE señaló que el hecho de que los ingresos de una actividad por cuenta 
ajena sean inferiores al mínimo vital no impide considerar a la persona que la ejerza como trabajador con 
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tanto, el elemento clave para el TJUE para invocar las ventajas inherentes a la libre 
circulación de trabajadores es que se lleve a cabo una actividad por cuenta ajena, pero 
no otros objetivos que pretenda realizar un nacional de un Estado miembro al buscar 
trabajo en otro Estado miembro (por ejemplo, estudiar o completar su formación). 
2.2. El acceso de los hijos de los trabajadores migrantes a las ayudas de estudios 
previstas en el Estado de acogida donde el trabajador esté empleado.  
Con carácter general, el TJUE ha reiterado en el Asunto Comisión c. Países Bajos 
que la financiación de estudios concedida por un Estado miembro a los hijos de los 
trabajadores migrantes constituye una “ventaja o prestación social”. El TJUE examinó 
la justificación de la discriminación indirecta a la que da lugar el requisito de residencia. 
El TJUE entendió que, aunque las consideraciones de naturaleza “presupuestaria” 
pueden ser motivo de las opciones de política social de un Estado miembro (no dar 
ayudas para los estudiantes no residentes en el país), tales consideraciones no 
constituyen un objetivo perseguido por esta política y, por tanto, no pueden justificar 
una discriminación en detrimento de los trabajadores migrantes. Si no fuera sí supondría 
que el principio de no discriminación por razón de la nacionalidad podría variar en el 
tiempo según la situación de las finanzas públicas de los Estados miembros51.   
2.3. Los solicitantes de empleo.  
Otro de los supuestos controvertidos es el acceso por los solicitantes de empleo a 
prestaciones o ayudas económicas en el Estado de acogida. Como se ha dicho, los 
demandantes de empleo constituyen una categoría intermedia entre los ciudadanos de la 
Unión activos y los inactivos económicamente, en la medida que les resultan aplicables 
las disposiciones relativas a la libre circulación de trabajadores, siempre que se 
demuestre que buscan realmente empleo. Por tanto, tienen derecho a la igualdad de trato 
prevista en el art. 45 TFUE en todos los aspectos relativos al acceso al empleo. Según el 
TJUE, aquí quedan comprendidas las prestaciones financieras destinadas a facilitar el 
acceso al mercado laboral, entre las que se incluye un subsidio a favor de los jóvenes 
                                                                                                                                                                          
arreglo al art. 45 TFUE, aunque esta persona trate de completar la remuneración percibida con otros 
medios de vida, como una ayuda económica procedentes de fondos públicos. 
51Comisión c. Países Bajos,Asunto C-542/09. 
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que hayan finalizado sus estudios y estén buscando empleo (Asunto Prete) y una ayuda 
económica a la contratación de desempleados mayores de 45 años cuyo beneficiario sea 
el empleador (Asunto Caves KrierFrèresSàrl). Sin embargo, el acceso a las ayudas 
sociales en el Estado de acogida sigue presentando problemas en relación con la 
aplicación de legislaciones como la alemana52 o la del Reino Unido. A este respecto, 
cabe referirse a la carta enviada por Austria, Alemania, Países Bajos y Gran Bretaña a la 
Presidencia irlandesa de la Unión en abril de 2013, expresando su preocupación acerca 
del uso fraudulento de los derechos de libre circulación y residencia por parte de los 
ciudadanos de la UE y la presión que sufren las entidades locales más afectadas por la 
llegada masiva de estos nuevos residentes53. A la vista de esta nueva situación derivada 
del incremento de movilidad interior en la Unión, la Comisión trató de contrarrestar 
estas tendencias restrictivas, proponiendo una serie de explicaciones y medidas cuyo 
objetivo es ayudar a las autoridades nacionales y locales a aplicar efectivamente las 
normas sobre la libre circulación y residencia54. 
3. La extensión del principio de igualdad de trato a los no activos económicamente. 
Seguramente la aplicación del principio de igualdad de trato a los ciudadanos de la 
UE inactivos económicamente es el supuesto más controvertido. En un principio, el 
TJUE afirmó que los ciudadanos inactivos con residencia legal en el Estado de acogida 
pueden llegar a beneficiarse de la concesión de prestaciones sociales en igualdad de 
condiciones con los propios nacionales, reconociendo el efecto directo del derecho de 
                                                          
52 En la legislación alemana las prestaciones de base a favor de los solicitantes de empleo tienen la 
consideración de prestaciones especiales “no contributivas” a efectos del Reglamento 883/2004, de cuya 
aplicación se excluye a los extranjeros que hayan entrado en territorio alemán para lograr una prestación 
de asistencia social o cuando el derecho de residencia se derive exclusivamente de la búsqueda de 
empleo.  
53  El texto de la carta de Austria, Alemania, Holanda y Gran Bretaña está disponible en 
http://www.statewatch.org/news/2013/apr/eu-4-ms-welfare-letter-to-irish-presidency.pdf. Igualmente, en 
los medios españoles se han hecho eco de que Bélgica estaba llevando a cabo una política de expulsión de 
los ciudadanos de la Unión que representasen una carga excesiva para su sistema social, y que afectaba de 
manera particular a ciudadanos españoles: véase: “Una carga excesiva de españoles”, noticia de 
30.3.2014, disponible en: http://internacional.elpais.com). 
54Véase, COM (2013) 837 final de 25.11.2013, “Libre circulación de los ciudadanos de la UE y de sus 
familias: cinco medidas clave”. En este sentido, la Comisión ha insistido en que recientes estudios 
concluyen que desde un punto de vista cuantitativo “no hay ninguna relación estadística entre la 
generosidad de los sistemas de bienestar social y los flujos de ciudadanos móviles de la UE”. 
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residencia de los ciudadanos de la UE previsto en el art. 20.1 TFUE. No obstante, el 
TJUE ha vinculado esta obligación de “solidaridad económica” al hecho de que el 
ciudadano de la Unión no activo pueda demostrar que ha establecido un “vínculo real y 
efectivo” con la sociedad del Estado de acogida. Por ejemplo, en el caso de los 
estudiantes, se exige que se haya residido en ese Estado durante un período de cinco 
años, el mismo necesario para la adquisición del derecho de residencia permanente. 
3.1. La relación entre las prestaciones especiales no contributivas y el concepto de 
asistencia social: la controvertida Sentencia en el Asunto Dano 
Las prestaciones especiales no contributivas tienen por objeto proporcionar unos 
ingresos mínimos de subsistencia y son sufragadas por el Estado miembro de residencia 
(o sus entidades regionales o locales). Ya en el Asunto Brey se planteó ante el TJUE si 
el mero acceso a una prestación especial en metálico no contributiva puede servir para 
demostrar que el ciudadano de la UE representa una carga excesiva para el Estado de 
acogida. Más recientemente, en el Asunto Dano, de 11 de noviembre de 2014,el TJUE 
ha afirmado que los Estados miembros pueden denegar prestaciones de asistencia social 
a los ciudadanos de la Unión que ejercen su libertad de circulación con el único objetivo 
de obtener la ayuda social de otro Estado miembro cuando no disponen de recursos para 
acogerse al derecho de residencia por un período superior a tres meses. El TJUE utilizó 
este criterio para evitar los abusos o el “turismo social”, a la vez que garantiza la 
viabilidad económica del sistema de seguridad social de cada Estado miembro. Se 
trataba del caso de una nacional rumana con tarjeta de residencia que vive con su hijo en 
Alemania en casa de una hermana que los mantiene, y que, sin haber nunca buscado 
empleo ni ejercido una actividad profesional, solicita las prestaciones del seguro básico 
para demandantes de empleo previstas en el Código de seguridad social alemán55. El 
                                                          
55 La Sra. Dano, y su hijo Florin, nacido en 2009 en Alemania, ambos de nacionalidad rumana, entró en 
Alemania el 10 de noviembre de 2010. El 19 de julio de 2011, el Ayuntamiento de Leipzig expidió a la 
Sra. Dano un certificado de residencia permanente destinado a los ciudadanos de la Unión, estableciendo 
como fecha de entrada en el territorio alemán el 27 de junio de 2011. La Sra. Dano y su hijo viven, en el 
apartamento de una hermana de la Sra. Dano, que se encarga de mantenerlos. La Sra. Dano percibe, por 
su hijo, prestaciones por importe de 184 euros al mes. El Servicio de asistencia social de Leipzig abona, 
además, un anticipo sobre la pensión alimenticia por importe de 133 euros mensuales por dicho niño. La 
Sra. Dano no tiene cualificación profesional y nunca ha ejercido ninguna actividad profesional. La Sra. 
Dano y su hijo presentaron una primera solicitud relativa a la concesión de prestaciones del seguro básico, 
que fue desestimada por el Jobcenter Leipzig. Dicha resolución adquirió firmeza. Una nueva resolución 
en relación con las mismas prestaciones, fue igualmente desestimada. La Sra. Dano formuló una 
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Tribunal de lo Social de Leipzig planteó una cuestión prejudicial ante el TJUE por la 
que sostenía si, en virtud del Artículo 18 TFUE y/o del Artículo 20.2.a) TFUE56, en 
relación con el artículo 20.2 TFUE, y con el artículo 24.2 de la Directiva 2004/38, los 
Estados miembros tienen prohibido excluir total o parcialmente a ciudadanos de la 
Unión de la percepción de prestaciones no contributivas en el sentido del artículo 70 del 
Reglamento- que sí se conceden a los propios nacionales en la misma situación-, para 
evitar una carga excesiva de dichas prestaciones. Tal prestación le es denegada en virtud 
de la legislación nacional alemana que excluye del beneficio de dicha prestación a los 
nacionales de otros Estados miembros que entraron en Alemania para obtener la ayuda 
social o cuyo derecho de residencia se derive del mero objeto de la búsqueda de empleo.  
Cabe señalar que el tribunal remitente calificó las ayudas como “prestaciones 
especiales en metálico no contributivas” en el sentido del artículo 70.2, del Reglamento 
nº 883/200457. Como señala el TJ en su análisis, el principio de no discriminación por 
razón de la nacionalidad que recoge el Artículo 18 TFUE58, se concreta en el artículo 24 
de la Directiva 2004/38 respecto de los ciudadanos de la Unión que, como los 
demandantes en el litigio principal, ejercen su libertad de circulación y de residencia en 
el territorio de los Estados miembros.  
Por una parte, si bien es cierto que el Reglamento 883/2004 establece 
exclusivamente un sistema de coordinación que excluye la armonización de los sistemas 
de seguridad social de los Estados miembros, de manera que corresponde a cada uno de 
ellos determinar los requisitos del derecho o de la obligación de afiliarse a un régimen 
de seguridad social  y los requisitos que confieren derechos a las prestaciones, hay que 
                                                                                                                                                                          
reclamación administrativa contra dicha desestimación, basándose en los artículos 18 TFUE y 45 TFUE y 
en la sentencia Vatsouras, que fue desestimada en 2012. Contra esa resolución, la Sra. Dano y su hijo 
interpusieron, en 2012, un recurso ante el Tribunal de los Social de Leipzig, en el que solicitaron de 
nuevo la concesión de las prestaciones del seguro básico para demandantes de empleo: Asunto Dano, 
STJUE, de 11 de noviembre de 2014, As. C-333/13, apartados 35 a 42. 
56 Art. 20 TFUE: “Los ciudadanos de la Unión son titulares de los derechos y están sujetos a los deberes 
establecidos en los Tratados. Tienen, entre otras cosas, el derecho de circular y residir libremente en el 
territorio de los Estados miembros”. 
57  Reglamento 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la 
coordinación de los sistemas de seguridad social. 
58 El Art. 18 TFUE dispone lo siguiente: “En el ámbito de aplicación de los Tratados, y sin perjuicio de 
las disposiciones particulares previstas en los mismos, se prohibirá toda discriminación por razón de la 
nacionalidad. 
El Parlamento Europeo y el Consejo, con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, podrán establecer 
la regulación necesaria para prohibir dichas discriminaciones”. 
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tener en cuenta que el TJ ha señalado que, al ejercer dichas competencias, los Estados 
tienen que respetar el Derecho de la Unión y, en concreto, las disposiciones del Tratado 
sobre la libertad de circulación y residencia en el territorio de los Estados miembros. 
Como señala VERSCHUEREN, “este planteamiento se extiende también al derecho de 
los ciudadanos de la Unión a la igualdad de trato con los nacionales del Estado de 
acogida. Aún más, la negativa del Estado Miembro a conceder la prestación por no 
cumplir los requisitos para tener el derecho de residencia en función de las condiciones 
establecidas en la Directiva 2004/38 formaría parte claramente de la aplicación de dicha 
disposición y por tanto del Derecho de la Unión”59.  
Por otra parte, hay que considerar también la jurisprudencia del TJUE en relación 
con el ámbito de aplicación de la Carta DFUE y, en concreto, de su Art. 51, de forma 
general, y de manera más específica en el ámbito de la ciudadanía de la Unión. En el 
plano general, llama la atención que frente a la claridad e incluso rotundidad con la que 
el Tribunal ha manifestado la aplicabilidad de la Carta en relación a todas las 
situaciones reguladas por el Derecho de la Unión, en el ámbito de la política social 
(competencia compartida) viene eludiendo dicha aplicación. Por lo que respecta a la 
ciudadanía de la Unión, la línea jurisprudencial más favorable a articular su necesaria 
conexión con la protección de los derechos fundamentales, se ha visto también 
sustituida por una tendencia más restrictiva. Se identifican así dos ámbitos que 
convergen en el Asunto Dano, el de la ciudadanía de la Unión y el de la política social, 
cuya conexión con la protección dispensada por la Carta de los Derechos 
Fundamentales presenta aun muchas debilidades especialmente en lo que concierne a 
los ciudadanos de la Unión “inactivos económicamente” y en situación de requerir 
asistencia social60.  
                                                          
59VERSCHUEREN, “Preventing “benefit tourism” in the EU”,  loc.cit, p. 387. 
60 Efectivamente, como señala VERSHUEREN, el mayor riesgo que presenta esta sentencia, es que los 
Estados miembros puedan hacer  una interpretación amplia de la misma que sirva para negar en todo tipo 
de situaciones el acceso a prestaciones sociales a los ciudadanos de la Unión inactivos económicamente 
que no tengan suficientes recursos.  
31 
 
3.2. Las Conclusiones del Abogado General y el razonamiento del TJUE en el 
Asunto Dano: ¿punto de partida de una tendencia restrictiva para los beneficiarios 
de ayudas sociales en la Unión? 
En las Conclusiones presentadas por el Abogado General M. Wathelet 61  ya se 
apuntó un cambio de tendencia en los beneficiarios de estas ayudas, al afirmar lo 
siguiente: 
“Aunque el propósito principal de la Directiva 2004/38/CE es simplificar y 
reforzar el derecho de libre circulación y residencia de todos los ciudadanos de 
la Unión, el objetivo particular del artículo 7, apartado 1, letra b) es asegurar que 
las personas que ejercen su derecho de residencia no se conviertan en una carga 
excesiva para la asistencia social del Estado miembro de acogida durante un 
primer periodo de estancia. De ahí se desprende que dicha disposición pretende 
evitar que los ciudadanos económicamente inactivos de la Unión utilicen el 
sistema asistencial del Estado miembro de acogida para financiar su medio de 
vida”62.  
El Abogado General distinguió entre la legalidad y la proporcionalidad de una 
exclusión general del beneficio de la asistencia social de los nacionales de otros Estados 
miembros en el Estado de acogida. Por lo que respecta a la “legalidad”, la Directiva 
2004 justifica que un Estado miembro proteja su sistema de asistencia social frente a 
ciudadanos de la Unión inactivos que no hayan obtenido la residencia permanente. Sin 
embargo, una normativa que condiciona el derecho de residencia a no recurrir al sistema 
de asistencia social del Estado miembro de acogida y que no dispone una apreciación 
individual de la capacidad económica del ciudadano de la Unión es incompatible con 
los artículos 8.4 y 14.3 de la Directiva63. Por tanto, conforme a la Directiva, no se 
permite hacer una exclusión automática de la percepción de una prestación social. 
Concretamente, el artículo 8 de la Directiva 2004/38 prohíbe establecer un importe fijo 
de lo que se considera “recursos suficientes” y obliga a los Estados miembros a tener en 
                                                          
61 Las Conclusiones presentadas por el Abogado General Wathelet en relación a las cuestiones 
prejudiciales planteadas resultan extremadamente útiles para aclarar algunos aspectos del caso. 
62 Conclusiones presentadas el 20 de mayo de 2014,punto 38. Cursiva añadida. 
63Conclusiones del Abogado General M. Wathelet: aptdo. 98. 
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cuenta la situación personal de cada individuo interesado. Por ello ha de considerarse la 
situación individual de cada solicitante, teniendo en cuenta sus circunstancias 
especiales. 
Asimismo, el Abogado General planteó la aplicación del principio de 
proporcionalidad en relación con la pertinencia o no de la existencia de un “vínculo real 
y efectivo” entre el solicitante y el Estado miembro de acogida. A tal fin, decidió 
interpretar el texto de la Directiva 2004/3864, a cuyo tenor se establece que, para evitar 
que los beneficiarios del derecho de residencia se conviertan en una carga excesiva para 
el sistema de seguridad social del Estado de acogida durante un primer período de 
estancia, “los Estados pueden determinar si conceden a determinadas personas que no 
sean trabajadores por cuenta ajena o propia, personas que mantengan dicho estatuto y 
miembros de sus familias prestaciones de asistencia social durante los tres primeros 
meses de residencia, o un periodo mayor en el caso de los que buscan empleo”. Dicho 
esto, para el Abogado General en este asunto se puede demostrar la inexistencia de 
vínculo real con el territorio del Estado miembro de acogida y de integración en éste65. 
En definitiva, la Directiva 2004/38/CE permite a las autoridades nacionales del Estado 
de acogida excluir de una prestación especial no contributiva a los nacionales de los 
demás Estados miembros sobre la base de un criterio general, como el motivo de la 
llegada al territorio del Estado miembro de acogida, si puede demostrar la inexistencia 
de vínculo real con dicho Estado, y ello a fin de evitar una carga excesiva para su 
sistema de asistencia social” 66 . En función de todo lo anterior, la Directiva 
2004/38permite a los Estados miembros de acogida denegar las prestaciones de 
asistencia social a ciertos ciudadanos europeos, pero sólo cuando el ciudadano no haya 
trabajado nunca, de sus actos se deduzca que no vaya hacerlo o que ni siquiera esté 
buscando trabajo. En otras palabras, que pueda acreditarse y justificarse que entre 
ambos – ciudadano residente y Estado de acogida – no existe un vínculo real y efectivo. 
Del mismo modo, P. JIMÉNEZ BLANCO expone esta idea al señalar que el principal 
mensaje de la sentencia Dano es que “la ciudadanía europea no ampara un título de 
                                                          
64 Considerandos 10 y 21. 
65Conclusiones del Abogado General M. Wathelet: apdto. 135. 
66Conclusiones del Abogado General M. Wathelet: apdto. 24. 
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residencia universal, sino vinculado a la circulación y residencia de personas 
económicamente sostenibles”67.    
Siguiendo este razonamiento, el Tribunal argumentó que mientras el artículo 24.1 
de la Directiva regula la prohibición por razón de la nacionalidad, por su parte, su 
apartado 2 supone una excepción a dicho principio. A este respecto, para el Tribunal 
estaba acreditado que la Sra. Dano residía en Alemania desde hace más de tres meses, si 
bien nunca buscó empleo en Alemania ni entró en dicho Estado con la intención de 
trabajar; en consecuencia, no está comprendida en el ámbito de aplicación personal del 
artículo 24.2 de la Directiva 2004/3868, constituyendo una excepción a la aplicación del 
principio de igualdad de trato. En efecto, en este caso la Sra. Dano no puede reclamar la 
igualdad de trato en cuanto al acceso al acceso a prestaciones sociales respecto de los 
nacionales del Estado miembro de acogida, (Alemania), al no cumplir con los requisitos 
establecidos en la Directiva 2004/38.  
En función de lo anterior, el TJUE declaró que el artículo 24.1 de la Directiva 
2004/38/CE no se opone a una normativa nacional que excluye a nacionales de otros 
Estados miembros de la percepción de determinadas “prestaciones no contributivas”en 
el sentido del artículo 70.2 del Reglamento nº 883/2004, aun cuando tales prestaciones 
se concedan a los nacionales del Estado miembro de acogida que se encuentran en la 
misma situación, en la medida en que los nacionales de otros Estados miembros no 
disfruten del derecho de residencia en virtud de la Directiva 2004/38/CE en el Estado de 
acogida. A este respecto, la opinión del Abogado General Wathelet, seguida por el 
TJUE en su sentencia, se alinea con las tesis favorables al recorte del acceso a las 
prestaciones sociales en el Estado de acogida por parte de los ciudadanos de la Unión 
inactivos económicamente, al entender que el criterio elegido por la legislación nacional 
para excluir el acceso a la prestación, permite restringir el denominado “turismo social”,  
la vez que garantiza la viabilidad económica del sistema nacional de seguridad social. 
La Sentencia Dano supone un claro viraje restrictivo del TJUE, una suerte de 
estancamiento del Tribunal sobre la libre circulación de los ciudadanos de la Unión 
inactivos económicamente. El problema no es la respuesta que da el TJUE, sino las 
                                                          
67 JIMENEZ BLANCO, “Derecho de residencia en la Unión Europea y turismo social”, loc.cit, p. 12 
68STJUE, Dano, aptdo. 66. 
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líneas argumentales utilizadas y el riesgo que suscita la utilización de esta sentencia por 
parte de los Estados miembros de acogida más proclives a restringir el acceso de dichos 
ciudadanos a prestaciones sociales. 
Se esperaba con expectación que el Tribunal clarificara la aplicación de la Directiva 
2004/38 y solucionara las discrepancias entre la Comisión y los Estados miembros. 
Llama la atención que el TJUE, al analizar el concepto de asistencia social, se refiera a 
conceptos comparables en otras Directivas aplicables a nacionales de terceros Estados 
(inmigrantes) como las Directivas 2003/86 (reunificación familiar) 69  y 2003/109 
(residentes de larga duración)70. Parece que el Tribunal trata de equiparar la situación de 
los ciudadanos de la UE y la de los nacionales de los terceros Estados, con los peligros 
que puede conllevar dicha equiparación al tratarse de dos estatutos jurídicamente 
diferenciados. Ahora bien, cualquier decisión restrictiva de la libre circulación por razón 
de orden público, salud o seguridad pública tiene que notificarse al interesado, 
indicando con precisión, las razones por las que se adopta, incluyendo su 
proporcionalidad. En particular, las órdenes de expulsión no son automáticas por lo que 
el interesado tendrá derecho a oponerse. Además, a diferencia de lo que sucede con los 
nacionales de terceros países, el Estado de acogida no puede obligar por la fuerza al 
ciudadano de la Unión a abandonar su territorio, ni privarle de libertad. Sin embargo, se 
ha constatado que en países como Bélgica la práctica habitual consiste en que, desde el 
momento en que se cursa la orden de expulsión, se les elimina de los registros 
oficiales71.No obstante, también se advierten planteamientos menos alarmistas, como el 
que sostiene D. MOYA, que sostiene quela sentencia Dano únicamente parece cerrar el 
                                                          
69 Directiva 2003/86/CE del Consejo de 22 de septiembre de 2003 sobre el derecho a la reagrupación 
familiar, DOUE 3.10.2003.  
70 Directiva 2003/109/CE del Consejo de 25 de noviembre de 2003 relativa al estatuto de los nacionales 
de terceros países residentes de larga duración, DOUE 23.1.2004. Véase en este sentido LIROLA 
DELGADO, I., “Derecho de residencia de los ciudadanos de la Unión y prestaciones sociales en tiempos 
de crisis: ¿Hacia un planteamiento casuístico y ambiguo de la solidaridad entre los Estados miembros?”, 
Revista de Derecho Comunitario Europeo, vol. 49 (2014), 733-766, p. 757. 
71 Bélgica en 2011 fusionó las bases de datos de los receptores de servicios sociales y de empleo. Se 
procede a dictar la correspondiente orden de expulsión y el funcionario de turno del cuerpo especial a 
nivel federal creado a propósito para controlar la inmigración, registra la orden en la base de datos 
nacional para que el afectado sea eliminado de los censos oficiales, no pueda disponer de cuentas 
corrientes ni acceder a las mutuas de salud, etc., expulsándolo del sistema. 
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acceso a las prestaciones sociales de los ciudadanos europeos que no hayan trabajado 
nunca, por lo que su impacto es limitado72.  
VI. EL IMPACTO DEL DERECHO DE LIBRE CIRCULACIÓN EN LOS 
SISTEMAS DE PROTECCIÓN SOCIAL DE LOS ESTADOS MIEMBROS 
El contexto de crisis económica ha provocado que nacionales de algunos de los 
Estados miembros más afectados por aquélla se hayan desplazado a los Estados 
miembros con más oportunidades laborales y de mayor respaldo de asistencia social. En 
efecto, resulta innegable que la profunda crisis económica ha afectado a los derechos de 
libre circulación y residencia en la medida que ha cuestionado la vigencia del principio 
de igualdad de trato. A ello se suma la intensificación del discurso antieuropeista de 
algunos gobiernos, tomando precisamente como caballo de batalla la libre circulación 
de los ciudadanos de la Unión y la supuesta carga que ésta supondría para sus sistemas 
sociales debido al abuso o uso fraudulento de los derechos de libre circulación y 
residencia 73 .El primer efecto es la división de los ciudadanos de la UE en dos 
categorías: los denominados “estáticos”, que no ejercen habitualmente este derecho 
consideran que los “dinámicos”, que sí lo ejercen, constituyen una minoría que está 
abusando de los beneficios inherentes a la ciudadanía europea (prestaciones sociales). 
Por tanto, los ciudadanos de la Unión que supongan una carga económica excesiva para 
el Estado de acogida están empezando a ser calificados como “inmigrantes europeos de 
otros Estados miembros” o simplemente “extranjeros”. Este giro del TJUE supone un 
riesgo que devalúa la ciudadanía europea como estatuto fundamental de los nacionales 
de todos los Estados miembros, y reduce considerablemente el derecho de residencia de 
los ciudadanos europeos. Al mismo tiempo, la sentencia Dano pone de relieve un cierto 
fracaso del modelo de la “Europa social”74. En efecto, desde la firma del Acta Única 
Europea (1986), ni los Estados miembros ni las Instituciones europeas han sabido poner 
                                                          
72 La Sentencia Dano puede quedar como el caso de referencia en los supuestos de ciudadanos europeos 
desempleados y sin interés ni intención alguna de buscar empleo: MOYA, D.: “¿Pausa o retroceso en las 
libertades fundamentales de los ciudadanos comunitarios?, Circulación, residencia y trabajo en otros 
Estados miembros de la Unión Europea: a propósito de la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea `Dano v. Jobcenter Leipzig’, Notes internacionalsCIBOD (2015), enero, 1-5, p.1.  
73LIROLA DELGADO, I., “Derecho de residencia de los ciudadanos de la Unión y prestaciones sociales 
en tiempos de crisis”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, loc. cit., pp. 734-742. 
74Véase el Comentario del profesor Sami Nair “El fracaso de la Europa social”, en el diario “El País” 
http://internacional.elpais.com/internacional/2014/11/14/actualidad/1415980292_514972.html. 
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de acuerdo sobre una base social mínima que permitiera a los trabajadores (sobre todo 
asalariados) hacer frente, como ciudadanos europeos, a los cambios de un mercado 
único pero sin una política social común. Sobre todo teniendo en cuenta los planes del 
Gobierno alemán para combatir el abuso de prestaciones sociales a través de medidas 
legislativas que permita la expulsión legal de aquellos ciudadanos europeos que hayan 
perdido su empleo durante más de seis meses. Esta futura ley obligará a los ciudadanos 
de la UE que residan en Alemania, si desean quedarse en este país, a aceptar cualquier 
condición laboral75. 
En todo caso, las consecuencias de la crisis económica sobre el derecho de 
residencia de los ciudadanos de la UE ha reavivado el debate en torno a la aplicación del 
principio de igualdad de trato a las prestaciones sociales en el Estado de acogida, lo que 
afecta especialmente a los ciudadanos de la UE “no activos” económicamente. Ciertos 
Estados miembros (Reino Unido, Bélgica, Alemania) han adoptado una batería de 
medidas internas para expulsar a los ciudadanos de la Unión que supongan una “carga 
excesiva” para sus sistemas sociales (por ejemplo, los solicitantes de empleo que 
perciben de forma habitual ayudas sociales que proceden de los presupuestos del Estado 
de acogida). En el caso del Reino Unido se ha ido más allá, y ya ha planteado limitar la 
entrada de ciudadanos de países de la zona euro afectados por la crisis de la deuda si se 
da una situación de extraordinaria gravedad (salida de Grecia del euro o Grexit)76. La 
crisis de la Europa social ha puesto en tela de juicio los principios fundacionales de 
solidaridad entre los Estados miembros e igualdad de trato de los ciudadanos de la 
Unión. En palabras de E. CALVO CADIZ: “Estos Estados miembros abogan por 
defender su capacidad para regular la entrada y condiciones de residencia de nacionales 
de terceros Estados, especialmente de los familiares de sus propios nacionales y por 
                                                          
75Para confrontar las propuestas de medidas planteadas en el Bundestagvéase: Interim report of the 
Committee of State Secretaries on legal issues and challenges in the field of social security claims by 
nationals of the EU Member States (26/03/2014). http://www.bmi.bund.de/SharedDocs 
/Downloads/EN/News/summary.pdf;_cid373?__blob= publicationFile. 
76 Véase la posición del Reino Unido expresada por su Primer Ministro. D. Cameron, respecto a los 
trabajadores nacionales de otros Estados miembros de la Unión: 
http://www.elmundo.es/elmundo/2012/07/03/internacional/1341337246.html. 
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controlar qué personas económicamente inactivas pueden beneficiarse de prestaciones 
sociales”77.   
En paralelo a esta tendencia restrictiva de limitaciones a la libre circulación y 
residencia y subsiguiente expulsión de los ciudadanos de la UE dependientes 
socioeconómicos, se está generalizando el fenómeno opuesto, de atracción de 
ciudadanos nacionales de terceros países con economías emergentes como China o 
Rusia,  a quienes un numeroso grupo de Estados miembros (Portugal, Grecia, Chipre, 
Bulgaria, Hungría, España), están facilitando la concesión del permiso de residencia a 
cambio de cuantiosas inversiones inmobiliarias o compra de deuda soberana78. Otros 
Estados miembros, como Malta, han ido más allá, concediendo la nacionalidad maltesa 
y, por ende, la ciudadanía de la Unión, previo pago de una  cantidad cifrada en 650.000 
euros79.Estas medidas estatales de venta de la nacionalidad o de la residencia suponen 
una evidente desnaturalización de la ciudadanía europea y su mercantilización80. 
Por tanto, sería conveniente reforzar el objetivo de la solidaridad con acciones 
concretas y proceder a una mayor coordinación en el ámbito social. Por ejemplo, se ha 
planteado la creación de un fondo de la UE destinado a compensar a los Estados 
miembros que en un momento puedan ser receptores netos de solicitantes de ayudas 
sociales81. En todo caso, la reacción institucional está siendo muy tibia, lo  que contrasta 
con la actitud de ciertos Estados miembros. De hecho, la Comisión se ha limitado a 
recordar la importancia fundamental del derecho a la libre circulación, para a 
                                                          
77CALVO CÁDIZ, E., Migraciones Internacionales, Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad 
Social, vol. 110, loc. cit. 
78 Por ejemplo, Portugal puso en marcha en octubre de 2012 un programa llamado “Golden Residence” 
que otorga permisos de residencia a los extranjeros que invierten medio millón de euros. Grecia desde 
abril de 2013 facilita la residencia a quienes compren propiedades por valor de 250.000 euros, cifra que 
Chipre eleva a 300.000. Véase CABRERA NÚÑEZ, S.; MARRERO GONZÁLEZ, G., “La ciudadanía 
Europea en venta. El programa de venta de la nacionalidad maltesa: ¿una brecha en el principio de 
cooperación leal en el ámbito de ciudadanía de la Unión?, Revista de Derecho Comunitario Europeo, vol. 
49 (2014), 847-885. 
79 A los extranjeros interesados en dicha compra se les exige carecer de antecedentes penales, si bien no 
se investiga la procedencia de la fortuna. 
80 Ley 14/2013, de 27 de setiembre, de Apoyo a los emprendedores y su internacionalización, que facilita 
y agiliza la concesión de visados y autorización de residencia al objeto de atraer la inversión y talento a 
España. 
81BUSSE, M., MOREHOUSE, C., “Unblocking the Lifeline of Talent”, CEPS Policy Brief, Nº.306, 
6.12.2013.Sería una propuesta interesante para España pues contempla la articulación de un mecanismo 
de estabilización de la movilidad del talento administrado por la Unión Europea y financiado por los 
Estados miembros. 
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continuación publicar, en 2014, una “Guía práctica sobre la prueba de residencia 
habitual a efectos de seguridad social” que pretende evitar los abusos que el ejercicio 
de la libre circulación puede comportar para los sistemas sociales de los Estados de 
acogida”82. 
Igualmente, sería conveniente proceder a una reforma de la Directiva 2004/38 en la 
que se recogiera de forma clara el alcance del principio de igualdad de trato en relación 
con el acceso a las prestaciones sociales por parte de todos los ciudadanos de la Unión 
Europea. En este sentido se ha pronunciado I. LIROLA DELGADO al apuntar que: 
“[…] si hay consenso acerca de que el criterio real y efectivo puede ser un mecanismo  
adecuado para establecer un sistema de seguridad social entre los ciudadanos de la 
Unión, el objetivo debería incorporarlo junto con todos los avances de la jurisprudencia 
del TJUE  en relación, entre otros, a la delimitación del concepto de asistencia y la 
interpretación restrictiva de los requisitos del artículo 7”83. 
El análisis de la jurisprudencia realizado pone de relieve el carácter ambivalente de 
la libre circulación de personas, que se manifiesta en la dicotomía existente entre la 
ciudadanía económica y la política. Desde el plano económico, lo importante es 
proteger el mercado interior y evitar restricciones innecesarias. Por tanto, el nacional de 
un Estado miembro distinto al del país de residencia gozará de todos los derechos 
inherentes a la libertad de circulación y residencia por ser un operador económico84, es 
decir, estar económicamente “activo”. En este caso el referente comunitario es el 
desplazamiento efectivo de un Estado miembro a otro. Por su parte, existe otro “tipo” de 
ciudadano de la Unión, el “político”, al que además de poseer la nacionalidad de un 
Estado miembro se le exige un “vínculo efectivo y real” con el Estado de acogida para 
ser beneficiario de ayudas o prestaciones sociales en igualdad de condiciones con los 
nacionales del Estado de residencia. 
                                                          
82Guía práctica sobre la estrategia aplicable en la Unión Europea (UE), el Espacio Económico Europeo 
(EEE) y Suiza: diciembre de 2013. http://ec.europa.eu/social/main.jsp?langId=es&catId=868.  
83 “Derecho de residencia de los ciudadanos de la Unión y prestaciones sociales en tiempos de crisis: 
¿Hacia un planteamiento casuístico y ambiguo de la solidaridad entre los Estados miembros?, Revista de 
Derecho Comunitario Europeo, vol. 49 (2014), 733-766, p. 762. 
84 Véase SOTO MOYA, M., “La libre circulación de personas como concepto ambivalente”, loc. cit., p. 
178. 
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VII. CONCLUSIONES Y PERSPECTIVAS DE FUTURO 
La plena adaptación de la Directiva 2004/38 en los ordenamientos internos de los 
Estados miembros debería potenciar la movilidad intracomunitaria, y transformar el 
mercado único en un  espacio de libertad de circulación, residencia y trabajo por cuenta 
propia y ajena para los nacionales de los Estados miembros. En este sentido se ha 
pronunciado E. GARCÍA COSO al apuntar que:  
“El logro del objetivo perseguido por la Directiva se debía traducir en una mayor 
movilidad de ciudadanos comunitarios, reforzado por la consolidación del espacio 
Schengen, no sólo para circular sino especialmente para trabajar, establecerse  o residir 
en otro Estado miembro”85.  
Como se ha puesto de manifiesto, el derecho de libre circulación y residencia no es 
absoluto puesto que la Directiva lo somete a restricciones y límites. El beneficiario debe 
ser económicamente activo en cualquiera de sus manifestaciones o debe de disponer de 
los recursos económicos necesarios para no convertirse en una carga excesiva para el 
Estado miembro de acogida. Precisamente, este motivo ha sido enarbolado por algunos 
Estados miembros. Varias noticias han puesto de actualidad el derecho de libre 
circulación y residencia de los ciudadanos de la Unión Europea. Al referéndum de 
Suiza, cuyo resultado implicará la reintroducción de cuotas a la libre circulación de 
ciudadanos europeos en territorio suizo 86 , se suma las iniciativas del gobierno 
conservador británico por limitar la entrada de “extranjeros comunitarios” y el cobro de 
prestaciones por estos en el Reino Unido87.Resulta evidente que el contexto de la crisis 
económica, unido al incremento de la movilidad a causa del fin de los períodos 
transitorios para Bulgaria y Rumania, ha motivado las tendencias restrictivas del 
derecho de libre circulación y residencia de los ciudadanos de la UE en el territorio de 
los Estados miembros. El cambio de tendencia escenificado en la Sentencia Dano 
estriba en que se puede llegar a cuestionar el estatuto de ciudadanía de la Unión como 
                                                          
85GARCÍA COSO, E., “Migraciones Internacionales” Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad 
Socia l, vol.110 (2014), 1-335, p. 7. 
86Suiza volverá a limitar la entrada de los europeos a su mercado laboral. Diario “La Voz de Galicia”, 
9/02/2014. 
87 David Cameron’s immigration speech. University Campus Suffolk, Ipswich. 25/03/2013. 
https://www.gov. uk/government/speeches/david-camerons-immigrationspeech. 
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condición fundamental de los nacionales de los Estados miembros que ejercen su 
derecho de circulación y residencia o, cuando menos, la dimensión social de la 
ciudadanía europea88. 
Mientras algunos Estados Miembros propugnan su derecho a restringir la libre 
circulación de ciudadanos europeos en aras de la sostenibilidad de sus sistemas de 
asistencia social, la Comisión cierra filas en torno a la libre circulación como derecho 
fundamental. Como no podía ser de otra manera, la Comisión considera la libre 
circulación como una parte indispensable del proyecto europeo y afirma que es el 
derecho recogido en el Tratado de la UE que los ciudadanos valoran más y que 
consideran como el principal logro de la integración de la UE.  
Por su parte, el análisis de la jurisprudencia del TJUE pone de relieve la dicotomía 
existente entre la ciudadanía económica y la política. En todo caso, la labor del TJUE 
debe seguir siendo la propia de la Institución europea que garantiza el ejercicio efectivo 
del derecho de residencia y el principio de igualdad de trato, controlando en el plano 
judicial la adecuación de las medidas nacionales restrictivas a los principios 
fundamentales que ya están consolidados. 
Asimismo, la cuestión clave en este debate sigue siendo determinar el alcance de la 
“solidaridad social” de la Unión en un futuro con grandes incertidumbres derivadas no 
sólo de las crisis económica que afecta a los Estados del sur de la zona euro (y la 
eventual salida de Grecia de la eurozona) sino también políticas, como las que se 
plantean ante un posible referéndum sobre la salida del Reino Unido de la Unión. 
A tal efecto, recientemente la Comisión ha presentado un informe89 que muestra 
que los ciudadanos de la Unión se desplazan al territorio de otro Estado miembro 
representan un pequeño porcentaje del total de la población de los Estados de acogida y 
                                                          
88 En este sentido, puede verse MARTÍN VIDA, M.A., “La dimensión social de la ciudadanía europea, 
con especial referencia a la jurisprudencia comunitaria en materia de libre circulación de los ciudadanos 
comunitarios y su acceso a las prestaciones de asistencia social”, Revista de Derecho Constitucional 
Europeo, n. º 8 (2007), pp. 95-137.  
89 ICF GHK Milieu: A fact finding analysis on the impact on the Member States’ social security systems 
of the entitlements of non-active intra-EU migrants to special non-contributory cash benefits and 
healthcare granted on the basis of residence. 14 October 2013. 
http://ec.europa.eu/social/BlobServlet?docId=10972&l angId=en. 
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que el motivo del desplazamiento es, principalmente, buscar o ejercer un empleo. Los 
ciudadanos de la Unión desplazados, de hecho serían más propensos a ejercer una 
actividad económica que los propios nacionales de los Estados de acogida y serían 
contribuyentes netos al sistema de protección social del Estado de acogida. El estudio 
descartaría así la existencia de un “turismo de prestaciones” en el territorio de la Unión. 
Para la Comisión, “las normas de la Unión Europea en materia de libre circulación y 
acceso a la asistencia social y la seguridad social facilitan el ejercicio del derecho a la 
libre circulación y protegen a quienes lo utilizan de forma genuina. Al mismo tiempo, 
contienen sólidas salvaguardias para garantizar que los derechos concedidos a los 
ciudadanos de la Unión no se utilicen de forma abusiva, que se respetan las obligaciones 
en virtud de la legislación de la Unión y que no se haga cargar a los regímenes de 
asistencia social del Estado miembro de acogida con obligaciones desproporcionadas. 
Constituye una responsabilidad conjunta de los Estados miembros y de las instituciones 
de la Unión Europea defender el derecho a la libre circulación, incluida la lucha contra 
las percepciones de la opinión pública no basadas en hechos o realidades 
económicas”90. 
Por último, desde la perspectiva española, nuestro país, como Estado receptor de 
ciudadanos de la Unión nacionales de otros Estados miembros, muchos de ellos 
inactivos, debe asumir un protagonismo creciente en el debate de la libre circulación de 
personas en la Unión Europea, que ya se está planteado en el seno de la sociedad civil 
europea. 
 
 
 
 
                                                          
90 Free movement of EU citizens and their families: Five actions to make a difference. Doc. COM (2013) 
837 final. 25/11/2013. Communication from the Commission to the European Parliament, the Council, 
the European Economic and Social Committee and the Committee of the Regions. 
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los trabajadores nacionales de otros Estados miembros de la Unión 
http://www.elmundo.es/elmundo/2012/07/03/internacional/1341337246.html 
-- David Cameron’s immigration speech. University Campus Suffolk, Ipswich. 
25/03/2013: https://www.gov. uk/government/speeches/david-camerons-immigration-
speech. 
-- Carta de Austria, Alemania, Holanda y Gran Bretaña: 
http://www.statewatch.org/news/2013/apr/eu-4-ms-welfare-letter-to-irish-presidency.pdf. 
 
--Interim report of the Committe of State Secretaries on legal issures and challenges in 
the field of social securtiy claims by nationals of the EU Menber States (26/03/2014):  
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http://www.bmi.bund.de/SharedDocs/Downloads/EN/News/summary.pdf;_cid373?__bl
ob= publicationFile.  
 
